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RESUMEN 

Este estudio titulado: “La calificación de responsabilidad por el uso de 

tramperos y escopetas y los derechos de los ciudadanos de la Provincia de 

Leoncio Prado – Región Huánuco. Periodo 2015 – 2016”; tiene como objetivo 

la determinación de la relación que existe entre la calificación de 

responsabilidad por el uso de tramperos y escopetas y los derechos de los 

ciudadanos. El estudio fue de enfoque cuantitativo, tipo básica, nivel 

correlacional y de diseño no experimental, transversal, correlacional, se empleó 

como técnica una encuesta y como instrumentos, dos cuestionarios (sobre 

calificación de responsabilidad por el uso de tramperos y escopetas y los 

derechos de los ciudadanos), respecto a la población estuvo constituida por los 

operadores de justicia de la Provincia de Leoncio Prado en la Región Huánuco, 

haciendo un total de 112, durante el período 2015 – 2016 y una muestra 

representativa de 36. Posterior al desarrollo del estudio se concluye que existe 

una relación significativa entre la calificación de responsabilidad por el uso de 

tramperos y escopetas y los derechos de los ciudadanos de la Provincia de 

Leoncio Prado – Región Huánuco. Periodo 2015 – 2016, ello fue corroborado, 

mediante el estadígrafo de la Rho de Spearman igual a 0,934, ello determina la 

existencia de una correlación positiva alta. 

 

Palabras claves: calificación de responsabilidad por el uso de tramperos y 

escopetas y los derechos de los ciudadanos. 
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ABSTRACT 

This study entitled: "The qualification of responsibility for the use of trappers 

and shotguns and the rights of citizens of the Province of Leoncio Prado - 

Huánuco Region. Period 2015 – 2016”; Its objective is to determine the 

relationship that exists between the classification of responsibility for the use 

of trappers and shotguns and the rights of citizens. The study had a quantitative 

approach, basic type, correlational level and non-experimental, cross-sectional, 

correlational design, a survey was used as a technique and two questionnaires 

as instruments (on qualification of responsibility for the use of trappers and 

shotguns and the rights of citizens), with respect to the population, was 

constituted by the justice operators of the Province of Leoncio Prado in the 

Huánuco Region, making a total of 112, during the period 2015 - 2016 and a 

representative sample of 36. After the development of the study, it is concluded 

that there is a significant relationship between the qualification of 

responsibility for the use of trappers and shotguns and the rights of citizens of 

the Province of Leoncio Prado - Huánuco Region. Period 2015 - 2016, this was 

corroborated, by means of the Spearman's Rho statistician equal to 0.934, this 

determines the existence of a high positive correlation. 

 

Key words: qualification of responsibility for the use of trappers and shotguns, 

the rights of citizens. 
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INTRODUCCIÓN 

 

 El derecho de propiedad es y siempre será un derecho primordial para el ser 

humano, sin embargo al margen de su importancia éste se ve vulnerado o afectado por 

cierta normatividad que a la luz de las evidencias resulta de una jerarquía menor, nos 

referimos en concreto a las Ordenanzas Municipales, que muchas veces conculcan 

algunos derechos como es el derecho a la propiedad; en la Provincia de Leoncio Prado 

y Región Huánuco, se puede apreciar justamente este fenómeno, en tal sentido es 

menester profundizar referente a este tema, que resulta tan controversial y de 

importancia trascendental. En muchas oportunidades los gobiernos locales a través de 

sendas ordenanzas municipales, transgreden el ordenamiento legal vigente, al incurrir 

muchas veces en contradicción con normas de mayor jerarquía, que no siempre son 

resueltas bajo el criterio de control constitucional, ya sea por la vía del control 

concentrado o difuso. 

 Es así que, para la presente investigación se ha establece su 

organización de la siguiente forma:  

En el capítulo I “Aspectos Básicos del Problema de Investigación” se 

fundamenta el problema formulando la pregunta y el objetivo de la investigación. 

“Sistema de Hipótesis” ahí se muestra la hipótesis y se realiza la operacionalización 

de cada variable.  

En el capítulo II “Marco Teórico” se muestran las investigaciones relacionadas 

y se efectúan algunas precisiones teórico-conceptuales de cada variable en estudio.  

En el capítulo III “Marco Metodológico” se hace mención el tipo y nivel de 

investigación, la muestra y cada técnica e instrumento a utilizar.  

En el capítulo IV “Resultados y Discusión” se realiza un análisis descriptivo e 

inferencial para llegar a conclusiones y sugerencias. Por último, se muestran cada 

conclusión y recomendación a la cual se llegó. 
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1 CAPÍTULO I. ASPECTOS BÁSICOS DEL PROBLEMA DE 

INVESTIGACIÓN 

 

1.1 Fundamentación del problema 

El delito de la posición no legal de armas de fuego cuyo bien jurídico 

tutelado es la seguridad pública, entiéndase para el normal y pacífico desarrollo 

de la sociedad. 

 Sin embargo, la tenencia y portación de armas de fuego, son términos 

asimilados como sinónimos; el concepto de tenencia de arma de fuego se define 

como la acción de tener a disposición un arma de manera física, puede darse 

cuando se mantiene de manera corporal en poder del autor, sin importar el origen, 

las razones o la fin, haciendo consumando el hecho solo por tenerla a disposición, 

sin estar autorizado, aunque se emplee artesanalmente como el trampero en la caza 

de animales menores para su sustento. 

 En la actualidad los operadores de la justicia, conforme se halla 

establecido en el Código Penal, al momento de calificar se ciñen estrictamente a 

ella, empero, en nuestra realidad, dentro de la provincia de Leoncio Prado, los 

pobladores que viven en los caseríos, es decir en lugares que cuenta con puna alta, 

en cuyo hábitat se encuentran animales salvajes propios de la zona que perjudican 

las plantaciones y hasta inclusive atacan a las personas (menores). Por lo cual ellos 

se proveen de tramperos que son instrumentos artesanales que llevan una 

munición para luego colocarlos en las partes aledañas de la frondosa selva, es 

decir, esa arma artesanal tiene como  finalidad la caza de animales salvajes y su 

protección; empero la norma establece que la pena privativa de libertad se aplica 

al individuo que poseen cualquier tipo de arma de fuego o municiones el cual 

establece en una pena  no menor de seis ni mayor a 15 años, no existiendo 

proporcionalidad, ya que no es lo mismo tener un trampero, un revólver o una 

ametralladora, es decir las lesiones que causan están armas son muy diferentes. 

Máxime si los operadores de justicia no tienen en cuenta el tiempo y el espacio, 

es decir modo, circunstancias en la que se efectuó las intervenciones, procedencia 

de hábitat, grado de cultura para poder realizar la descripción exacta de conducta 
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prohibida y sancionada en el presente delito, porque se les imponen la pena 

mínima, no siendo la correcta por lo antes mencionado. 

 Es decir, no es lo mismo portar un revólver que un trampero, ya que los 

daños físicos que ocasiona un trampero son distintos al producido por un revólver 

o ametralladora. No estableciéndose una diferencia al momento de aplicar la pena. 

 A nivel de la Región de la Selva, este problema es generalizado, ya que 

por las características similares los pobladores se ven en la imperiosa necesidad 

de acudir al uso de tramperos, para su autodefensa y sin intenciones de usarlas en 

otras circunstancias orientados a la comisión de delito, por ende, mediante este 

trabajo investigativo se pretende responder cada interrogante planteada.   

 

1.2 Justificación e importancia de la investigación 

1.2.1 Justificación  

 Se justifica tomando en cuenta los siguientes criterios: 

Relevancia Social. La presente investigación beneficiará a toda la población 

Leonciopradina, especialmente a los pobladores del campo, quienes adolecen 

de este tipo de problemas y que son sentenciados injustamente. 

Implicancia Teórica. La presente investigación se justifica en el campo teórico 

porque se constituye en un antecedente para otras investigaciones, ya que en la 

Región no existen trabajos referentes al tema materia de investigación. 

Implicancia Práctica. La presente investigación busca establecer la relación 

existente entre la calificación de responsabilidad por el uso de tramperos y 

escopetas y los derechos de los ciudadanos, para de esta forma coadyuvar en la 

solución de los problemas de administración de justicia, que desde ya son 

múltiples. 

1.3 Viabilidad 

Es fundamental debido a que  constituye la intención de que se establezca la 

relación existente entre la calificación de responsabilidad por el uso de tramperos y 

escopetas y los derechos de los ciudadanos, por ende pretende brindar una manera 

diferente de ser tratada al que le dan  los operadores de justicia en la actualidad y de 

esta forma buscar una alternativa de solución a esta situación álgida por la que 
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atraviesa nuestra justicia en la provincia de Leoncio Prado, en la Región de Huánuco 

y por supuesto en el Perú. 

 

1.4 Formulación del problema 

1.4.1 Problema general 

¿Qué relación existe entre la calificación de responsabilidad por el uso de 

tramperos y escopetas y los derechos de los ciudadanos de la Provincia de Leoncio 

Prado – Región Huánuco Periodo 2015 - 2016? 

1.4.2 Problemas específicos 

a) ¿Qué relación existe entre la calificación de responsabilidad por el uso de 

tramperos y escopetas y el derecho a la libertad de los ciudadanos de la 

Provincia de Leoncio Prado - Región Huánuco Periodo 2015 - 2016? 

b) ¿Qué relación existe entre la calificación de responsabilidad por el uso de 

tramperos y escopetas y el derecho al libre tránsito de los ciudadanos de la 

Provincia de Leoncio Prado - Región Huánuco Periodo 2015 - 2016? 

c) ¿Qué relación existe entre la calificación de responsabilidad por el uso de 

tramperos y escopetas y el derecho al debido proceso de los ciudadanos de 

la Provincia de Leoncio Prado - Región Huánuco Periodo 2015 - 2016? 

1.5 Formulación de objetivos 

1.5.1 Objetivo general 

Determinar qué relación existe entre la calificación de responsabilidad por el 

uso de tramperos y escopetas y los derechos de los ciudadanos de la Provincia de 

Leoncio Prado – Región Huánuco. Periodo 2015 - 2016. 

1.5.2 Objetivos específicos 

a) Determinar qué relación existe entre la calificación de responsabilidad por 

el uso de tramperos y escopetas y el derecho a la libertad de los ciudadanos 

de la Provincia de Leoncio Prado - Región Huánuco. Periodo 2015 - 2016. 

b) Determinar qué relación existe entre la calificación de responsabilidad por 

el uso de tramperos y escopetas y el derecho al libre tránsito de los 

ciudadanos de la Provincia de Leoncio Prado - Región Huánuco. Periodo 

2015 - 2016. 
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c) Determinar qué relación existe entre la calificación de responsabilidad por 

el uso de tramperos y escopetas y el derecho al debido proceso de los 

ciudadanos de la Provincia de Leoncio Prado - Región Huánuco. Periodo 

2015 - 2016. 
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2 CAPÍTULO II. SISTEMA DE HIPÓTESIS 

 

2.1 Formulación de las hipótesis 

 

2.1.1 Hipótesis general 

 

Hi: Existe una relación significativa entre a calificación de responsabilidad por 

el uso de tramperos y escopetas y los derechos de los ciudadanos de la 

Provincia de Leoncio Prado – Región Huánuco. Periodo 2015 - 2016.  

 

Ho: No Existe una relación significativa entre a calificación de responsabilidad 

por el uso de tramperos y escopetas y los derechos de los ciudadanos de la 

Provincia de Leoncio Prado – Región Huánuco. Periodo 2015 - 2016. 

 

2.1.2 Hipótesis específica 

 

Hi1: Existe una relación significativa entre a calificación de responsabilidad por 

el uso de tramperos y escopetas y el derecho a la libertad de los ciudadanos 

de la Provincia de Leoncio Prado - Región Huánuco. Periodo 2015 - 2016. 

 

Ho1: No existe una relación significativa entre a calificación de responsabilidad 

por el uso de tramperos y escopetas y el derecho a la libertad de los 

ciudadanos de la Provincia de Leoncio Prado - Región Huánuco. Periodo 

2015 - 2016. 

 

Hi2: Existe una relación significativa entre a calificación de responsabilidad por 

el uso de tramperos y escopetas y el derecho al libre tránsito de los 

ciudadanos de la Provincia de Leoncio Prado - Región Huánuco. Periodo 

2015 - 2016. 
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Ho2: No existe una relación significativa entre a calificación de responsabilidad 

por el uso de tramperos y escopetas y el derecho al libre tránsito de los 

ciudadanos de la Provincia de Leoncio Prado - Región Huánuco. Periodo 

2015 - 2016. 

 

Hi3: Existe una relación significativa entre a calificación de responsabilidad por 

el uso de tramperos y escopetas y el derecho al debido proceso de los 

ciudadanos de la Provincia de Leoncio Prado - Región Huánuco. Periodo 

2015 - 2016. 

 

Ho3: No existe una relación significativa entre a calificación de responsabilidad 

por el uso de tramperos y escopetas y el derecho al debido proceso de los 

ciudadanos de la Provincia de Leoncio Prado - Región Huánuco. Periodo 

2015 - 2016. 

 

2.2 Variables 

Variable 1: La calificación de responsabilidad por el uso de tramperos y 

escopetas. 

 

Variable 2: Los derechos de los ciudadanos 
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2.3 Operacionalización de variables 

Variable Definición operacional Dimensiones Indicadores 
Escala 

V1: 

La calificación de 

responsabilidad por 

el uso de tramperos 

y escopetas. 

Las Ordenanzas Municipales son el 

conjunto de normas, expedidas por la 

Municipalidad Provincial de 

Leoncio Prado, respecto a varios 

rubros en este caso los que se 

refieren a las propiedades de los 

vecinos del Distrito de Rupa Rupa 

Provincia de Leoncio Prado. 

✓ Tenencia ilegal 

de armas. 

✓ Tenencia de 

armas con 

licencia 

vencida. 

✓ Homogeneidad 

en la casuística 

 

✓ Número de casos de tenencia 

ilegal de armas. 

✓ Número de casos de tenencia de 

armas con licencia vencida. 

✓ Casos en los cuales se sentenció 

como homogéneos 

Nominal 

V2: 

Los derechos de los 

ciudadanos 

El Derecho de Propiedad se concibe 

como la capacidad que tiene el 

propietario de decidir sobre el bien, 

materia de análisis. 

✓ Derecho a la 

libertad. 

✓ Derecho al libre 

tránsito. 

✓ Derecho al 

debido proceso. 

 

✓ Número de casos en los que se 

vulneraron el derecho a la 

libertad. 

✓ Número de casos en los que se 

privaron el libre tránsito de los 

ciudadanos como consecuencia 

de su detención por caso de 

tramperos y escopetas. 

✓ Número de casos en los cuales 

se vulneraron el derecho al 

debido proceso. 

 

Nominal 
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2.4 Definición operacional de las variables 

 

La calificación de responsabilidad por el uso de tramperos y escopetas 

Las Ordenanzas Municipales: El inciso 4 del artículo 200° de la Constitución 

considera a las ordenanzas municipales como normas que tiene rango de ley. Son 

aquellas normas que son aprobadas en forma distinta a la ley e incluso por órganos 

distintos y que la constitución les da la misma fuerza o validez que la ley, salvo los 

decretos leyes que son aceptados en la práctica (Rubio Correa, 1999). 

 

Los derechos de los ciudadanos 

Art. 923 del Código Civil Peruano vigente señala que: “La propiedad es el 

poder jurídico que permite usar, disfrutar, disponer y reivindicar un bien. Debe 

ejercerse en armonía con el interés social y dentro de los límites de la ley”. De dicha 

norma se obtiene la definición de la propiedad, de ella la más primordial son los 

derechos reales (Rubio Correa, 1999).



17 

 

3 CAPÍTULO III. MARCO TEÓRICO 

 

3.1 Antecedentes de investigación 

 

3.1.1 Internacionales 

 

Camus (2007) “Análisis Dogmático del delito de posesión o tenencia ilegal de 

armas de fuego”. arribó a las siguientes conclusiones: 

-No se ha adoptado una política criminal correcta que se proponga conseguir 

la disminución de la criminalidad. Tampoco se ha partido de presupuestos 

criminológicos y dogmáticos claros, ni se ha implementado un plan de acción 

que integre todos los mecanismos con los cuales cuenta el Estado, además de 

la represión penal.  

-El legislador ha optado por hacer uso del Derecho Penal Simbólico, que le 

reporta mayores beneficios políticos en términos de popularidad e imagen, 

mostrándose ante la opinión pública como un legislador atento, que impondrá 

mano dura contra la delincuencia, lo que se traduce en un aumento del 

punitivismo y/o la estigmatización.  

-Al respecto, el penalista chileno Eduardo Novoa Aldunate nos señala que parte 

de los efectos expansivos del Derecho Penal se deben a que estamos en una 

“sociedad del miedo”, efecto de una sensación social de inseguridad donde la 

vivencia subjetiva de los riesgos es claramente superior a la propia existencia 

objetiva de los mismos, asumiendo los medios de comunicación la vía a través 

de la cual se expresa “la indignación y la cólera social”. (p.109) 
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3.1.2 Nacionales  

Castañeda 2005 “El Delito de Tenencia Ilegal de Armas en el Perú”, , arribó a 

las siguientes conclusiones: 

-En una investigación por presunción de delito de tenencia ilegal de armas, 

corresponde a la autoridad policial o fiscal el deber de investigar si el arma 

tiene procedencia ilegítima, esto es investigar si es producto de un delito: robo, 

contrabando, apropiación ilícita, estafa, etc., fin para el cual existe un registro 

en la DICSCAMEC, en caso de que el arma no aparezca registrado a nombre 

de otra persona y descartado otros delitos, se debe presumir por mandato de la 

ley, que su poseedor es su legítimo propietario.  

-En este estado de posesión legítima se encuentran las armas que se poseen en 

la casa producto de herencia, compra-venta, donación u otras, sean o no 

documentadas. La circunstancia de carecer de licencia de uso no la convierte 

en una posesión ilegítima sino únicamente en una posesión irregular, en este 

caso procede el decomiso del arma hasta mientras el propietario cumpla con 

regularizar el trámite para obtener la correspondiente licencia momento en el 

que la DICSCAMEC le devolverá el arma.  

-Como parte de la investigación de la procedencia ilegítima, se debe solicitar 

también las pericias respectivas en el laboratorio de criminalística de la Policía 

Nacional del Perú, para determinar las características físicas del arma, para 

establecer si la numeración de serie ha sido alterada, modificada o erradicada 

y también, para saber si con el arma investigada se cometió algún crimen 

pendiente de resolución en los archivos del Laboratorio. (pag.78) 

 

3.1.3 Locales 

Habiendo revisado en las bibliotecas de las diferentes universidades y centros 

superiores de Huánuco, no se ha encontrado trabajo alguno relacionados a la presente 

investigación. 
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3.2  Bases teóricas 

3.2.1 Delito de tenencia ilegal de armas de uso civil 

Base normativa: 

Esto está consagrado en el art 279 del Código Penal, y las penas son 

modificadas por el Decreto Legislativo N° 898. 

Son delitos la fabricación, almacenamiento, suministro o tenencia de armas, 

bombas, municiones o sustancias explosivas, asfixiantes, inflamables, tóxicas, o 

sustancias destinadas a su producción de manera ilegal. 

Las sanciones de las penas privativas de la libertad deben ser mayor a 15 años 

y no menor a 6 años.   

La tenencia ilegal y posesión irregular 

Distinguir entre posesión ilegal de armas y posesión irregular de armas es muy 

útil e importante. Vamos a ver: 

Posesión ilegal o ilegitima de un arma, si un ciudadano adquiere ilegalmente 

armas, o como resultado de un delito, posee un arma. Esta es una estimación 

del delito de posesión ilegal de un arma. En estas situaciones, además de la 

ejecución de la acción penal, se va a proceder al decomiso del arma y se envía 

a DICSCAMEC para las disposiciones por las autoridades o judiciales 

responsables. 

Las tenencias irregulares de las armas de fuego del propietario y la arma 

sin licencia. En otras palabras, solo es un caso en que no se ha satisfecho las 

exigencias de la autoridad administrativa (DICSCAMEC), que reglamenta el 

uso y autoriza su porte mediante una licencia. Es decir, sólo si no se cumplen 

los requisitos de las autoridades administrativas (DISCCAMEC) que autoriza 

sus aportes a través y reglamenta el uso. Estos hechos no son delitos y no 

conllevan sanciones administrativas por la incautación del arma, todo ello hasta 

se realice la tramitación de la licencia. El estado solo incauta el arma, mas no 

puede despojarlo- hasta que se obtengan autorización. 

Necesariamente se tiene que investigar los orígenes legales del arma 

para establecer su posesión legal o ilegal. De acuerdo a este punto, los 

ciudadanos pueden obtener armas a través de compras, herencias, obsequios, 

descubrimientos y más. Por supuesto, es posible que no pueda documentar esta 
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situación, por las pérdidas de facturas, inexistencias de testamentos entre otros; 

no obstante, según las disposiciones del Código Civil (Artículo 886, Inciso 10), 

las armas vienen a ser bienes inmuebles y su dueño figura como propietario 

hasta que se pruebe lo contrario (Artículo 912 Código Civil). Debido a ello el 

dueño figura como el poseedor del arma, aun cuando el propietario no pueda 

probar con documentos la posición del arma.  

En las investigaciones preliminares por presuntos delitos de tenencia 

ilícita de armas de fuego, es deber de la policía o del Ministerio Público realiza 

la investigación si las armas proceden ilícitamente, para verificar si es fruto de 

un delito: hurto, apropiación ilícita, contrabando, estafa, entre otros, si el arma 

no está registrada a nombre de otra persona y se excluyen otros delitos para los 

fines registrados en DICSCAMEC, la ley presume que el dueño es el legítimo 

poseedor. 

Este estado legítimo de la tenencia de armas dentro del hogar, 

heredadas, vendidas, regaladas etc., ya sea que estén documentadas o no. El 

hecho de que no tengas una licencia para usarlo se traduce como una tenencia 

irregular e ilegal, en ese caso, el decomiso del arma continuará hasta que el 

propietario regule el procedimiento para la obtención de la licencia 

correspondiente, es así como la DICSCAMEC le devuelve el arma. 

De acuerdo al estudio del origen ilícito, también se deberá solicitar el 

informe correspondiente al Instituto de Criminología de la PNP. 

Para establecer la característica física del arma, para determinar si el 

número de series ha sido cambiado, modificado o borrado y ver si el arma bajo 

investigación fue utilizada para un delito aplazado en los registros de 

laboratorio. 

 

El peligro en estos delitos 

De acuerdo a las teorías de peligros, estamos frente a este delito abstracto, por 

ello la probabilidad de los riesgos debe ser veraz, inminente y real, ello involucra 

determinar la menor o mayor posibilidades de daños, teniendo en cuenta las siguientes 

consideraciones: 
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Las capacidades nocivas de los medios utilizados. Existe una alta probabilidad 

de riesgo de la tenencia o posesión de granadas de guerra. 

No hay peligros en poseer una granada que no está activada. Además, 

si tiene un arma de fuego inoperable o defectuosa que interfiere con su trabajo 

como arma de fuego, ejm; arma sin gatillo, martillo o piezas para su correcta 

función, la acción se evalúa en el momento. 

El peligro que revela la persona al cometer un delito. Viene a ser un riesgo Ejm, 

una persona con municiones o armas que es miembro de una banda de 

“destructores” 

Por otro lado, no hay peligro para los coleccionistas y comerciantes que 

poseen armas sin licencia para proteger su negocio, ni para los cazadores y 

tiradores que poseen armas sin licencia con fines comerciales, ni para los 

ciudadanos honestos. Posee un arma, posee sus defensas y no tiene licencia. 

En la relación con lo práctico, el derecho penal debe considerar 

fundamentalmente, exigir los requisitos de los peligros potenciales para dar una 

pretensión normativa a la inmovilidad y eficacia de la pena. 

Por último, necesitamos las concurrencias de dolo. Se trata, en esta 

figura, del conocimiento de la naturaleza del objeto (arma) y de su propiedad 

ilegal o ilícita, y de la voluntad de conservarlo a pesar de estas circunstancias. 

De tal modo que un error en la naturaleza de un objeto (arma) o en su legítima 

posesión puede eliminar la culpa. 

Ejm 1: una persona hereda que recibe un bastón valioso y no sabe que 

también es un arma de un único tiro de calibre 22. 

Ejm 2: Una ciudadana que ha obtenido un arma de fuego por otra 

persona y se percata de que el arma es robada mientras tramitaba su licencia. 

En los 2 casos mencionados no hay delito por la falta de dolor. 

 

Delito de tenencia ilegal de armas de guerra 

Esto se halla plasmado en el Decreto Legislativo 898 en el art.4 de acuerdo al 

Código Penal del art. 279. 

 El delito consiste en la tenencia ilícita de explosivos, granadas de guerra, 

municiones o armas. 
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En cuanto a los armamentos de guerras, se considera tenencia ilícita cuando el 

arma no está apropiadamente registrada y no se permite su posesión o uso. De esta 

manera específica el inciso “i” de las Disposiciones Generales de la Directiva N° 002 

DICSCAM EC98 aprobada por Res. M.No048298IN/1509 publicado en el diario El 

Peruano el 13 de junio de 1998. 

Los armamentos de las guerras de combate (parabellum) que se fabrican para 

resistir una alta medida de disparo (automática), pero con un mecanismo de elección 

que también puede dispararse tiro a tiro. Las automáticas tienen un ciclo totalmente 

mecánico de carga, amartillado, disparo, retirada y recarga, mientras que las 

semiautomáticas tienen ciclos similares salvo las operaciones de disparo realizadas por 

el agente. 

Los armamentos de guerra peruanas son para uso especial de la Policía 

Nacional y de las Fuerzas Armadas en los términos del art 175 de la Carta Magna. Es 

decir, nadie, por ningún motivo, puede usar armas de guerra decomisadas sin ningún 

procedimiento ni recompensa. 

No obstante, la ley peruana considera la excepción de utilizar algunas armas de 

guerra (pistolas semi-automáticas y automáticas) a las personas con cargos públicos, 

políticos o empresariales que necesiten proteger su seguridad personal utilizando ese 

tipo de armas. 

En cuanto a las armas semiautomática Parabellum de 9 mm, varios 

conocedores realizaron críticas por considerarlas armas de guerra, de hecho, la pistola 

semiautomática calibre 9 mm no son considerados internacionalmente un arma de 

guerra, pero sí para el uso civil.El arma semiautomática no son aptas para las guerras, 

y no están organizadas de forma estructurada para resistir grandes cantidades de 

disparos, las normas legales no pudieron cambiar la ambiente de las armas que no están 

fabricadas para las guerras. Los legisladores proceden a la rectificación urgente del 

acuerdo del estándar internacional. 

Otros de los problemas que surge es el antiguo rifle de guerra Mauser, que se 

ha utilizado en entrenamientos militares y competiciones de tiros. La pregunta es 

conocer si deben considerarse rifles de guerra, lo que afecta su propiedad, utilización 

y posesión. Tenga en cuenta que hay muchos de estos rifles en la mano de varias 
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personas en el Perú, y los ronderos enfrentaron a Sendero Luminoso con estos 

armamentos en los años 80 y 90. 

Estos rifles suelen tener un calibre de 7,62 mm y están equipados con un 

sistema de cerrojo (disparo por disparo) y un cargador de 5 rondas. Estas armas de la 

época hechas para la guerra hace 100 años no tienen hoy las características necesarias 

para la guerra moderna, especialmente la potencia de fuego (automáticas), por ello las 

armas civiles hechas para la guerra, deben ser consideradas como deportivas, artesanía 

caza, etc.) 

Las penas privativas de la libertad no deben ser menor a 6 años y mayor a 15 

años. En este punto, se ha reducido el límite inferior de la sentencia en relación con las 

sanciones impuestas por la Ley N° 761 (El Peruano 14NOV91), que sancionó las 

tenencias ilícitas de armas de propiedad de las Fuerzas Armadas y la policía nacional 

del Perú   imponiendo una pena no menor a 8 años y mayor a 15 años. 

El Decreto Legislativo N.º 898 impuso un tiempo de 30 días -que caduca el 01 

de Julio de 1998- para quienes posean armas de guerra de manera ilegal y pueda 

entregarla a la justicia, sin sufrir las consecuencias de medidas civiles, penales o 

administrativa. (“indulto") 

Hasta donde sabemos, después de la fecha límite para realizar la entrega del 

armamento de guerra que se encontraba en DICSCAMEC 45 rifles, 52 pistolas 

semiautomáticas ,16 metralletas, 2 escopetas, 7 revólveres, 5 Carabinas calibre 223, 

27 granadas lacrimógenas y 50 granadas de guerra y no se proporcionó ninguna 

compensación económica. En la implementación de futuras políticas que propongan 

la creación de mecanismos o procedimientos permanentes en lugar de "amnistía" 

temporal para que las personas puedan realizar la entrega fácilmente las armas de 

guerra y regular la tenencia de las armas según sea necesario y así regularizar el uso 

civil de armas.  

Delito de tenencia ilegal de armas químicas 

Esta ley, representada por el artículo 279A, que se incorpora al art 5 de la Ley 

26672, comprende la fabricación, desarrollo, comercialización, almacenamiento, 

ventas, adquisiciones, usos y tenencia ilícita de armas químicas. 

Las sanciones de penas privativas de libertad deben ser menor de 5 años y 

mayor a 20 años 
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Para estos casos las acciones ilegales se dan por las infracciones a la Convenio 

sobre Armas Químicas establecida por las Naciones Unidas en 1992. 

La Convención nos dice que el arma química, viene a ser una sustancia química 

toxica o sus predecesores, dispositivos, equipos, municiones, que es destinado a causar 

lesiones y muertes a treves de sustancias químicas tóxicas. 

Los productos químicos tóxicos también incluyen sustancias que pueden 

producir la muerte, lesiones temporales o lesiones permanentes a las personas o 

animales debido a su acción química en procesos críticos. 

Los elementos precursores vienen a ser químicos reactivos químicos que 

intervienen en fases de producción por métodos de sustancias toxicas. 

 La Convención presenta en su anexo una lista de la sustancia química tóxica 

como un elemento predecesor. Entre las sustancias químicas tóxicas comprende:  

Alkil (ej: Sarín,Somán), N,N-Dialkil (ej: tabún),  

S-2-dialkil (ej:  Vx: S-2- disopropilaminoetilmetilfosfonotiolato de O-etilo), 

Mostazas de azufre (ej: gas mostaza),  

Lewisitas, 

Mostazas de nitrógeno,  

Saxitoxina,  

Ricina,  

Amitón,  

Fosgeno,  

Cloruro de cianógeno, 

Cianuro de hidrógeno,  

Cloropicrina.   

Fosfonildifluoruros de alkilo (ej: DF: metilfosfonildifluoruro),  

Cloro-sarín,  

Cloro-somán,  

Dicloruro de metilfosfonilo,  

Dihaluros n,n-dialkil,  

Tricloruro de arsénico,  

Tiodiglicol,  

Alcohol pinacolílico,  
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Oxicloruro de fósforo,  

Monocloruro de azufre,  

Cloruro de tionilo,  

Trietanolamina. 

Viene a ser un delito de peligro abstracto y se cumple en tal acto sin necesidad 

de consecuencias lesivas o peligros específicos. 

La existencia de fraude requiere el conocimiento de la naturaleza de los objetos 

(armas o productos químicos) contenidos en el número y la voluntad de mantenerlo a 

pesar de la posesión ilegal de la misma. De tal forma que los errores sobre la naturaleza 

del objeto o su legítima posesión puedan eliminar la culpa. 

Bien Jurídico 

Viene a ser la seguridad pública o seguridad común, en las situaciones reales 

en donde la integridad de las personas y bienes deben ser excluidas de sufrir 

acontecimientos riesgosos que lo perjudiquen. 

El Agraviado  

Las víctimas de estos delitos son las personas, las comunidades y de manera 

ilimitada, porque cada uno de sus participantes pueden verse afectados por la ejecución 

del peligro. Ejm, una ciudadana puede sufrir de un hurto o ser víctima de un 

delincuente que posee un arma 

Como persona jurídica, el Estado no es agraviado ni titular de la tranquilidad 

pública y la seguridad sino la sociedad, y aunque uno de sus propósitos sea avalar el 

orden, la tranquilidad pública y la paz social. Debido a ello, la resolución de los 

archivos no se notificó al procurador público y ni forma parte de los procesos penales. 

Evolución de las normas jurídicas vinculadas 

1) Decreto Supremo Nº 015-80-IN: conceden facilidades para conseguir o reanudar 

licencias de armas de fuego (15SET80).  

Esta norma considera con mucho acierto posesión irregular a la posesión de 

armas cuyos usuarios no cumplieron con renovar su licencia o no las 

registraron oportunamente. Otorga facilidades extraordinarias para su 

regularización en 60 días, estableciendo la sanción de decomiso del arma a su 

vencimiento. 
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2) Ley Nº 25054: Ley sobre fabricación, comercio, posesión y uso por los particulares 

de armas y municiones que no son de guerra (EP. 20JUN89) 

“El art. 36º establecía una sanción de prisión no mayor de 2 años para el porte, 

posesión o uso de un arma de fuego sin contar con la debida licencia expedida 

por la DICSCAMEC. Pero si se trataba de personas con ocupación conocida y 

sin antecedentes penales la sanción solo era administrativa (multa).” 

“El art. 30º establece que las armas y municiones empleadas en la comisión de 

delitos serán incautadas y remitidas a la DICSCAMEC. La autoridad judicial 

podrá solicitarlas sólo para los efectos de las diligencias necesarias a cuyo 

término serán inmediatamente devueltas a la DICSCAMEC bajo 

responsabilidad”. 

De acuerdo a lo mencionado anteriormente, estas leyes contienen 

controles dobles. Sanciones administrativas “decomiso” e imputaciones 

penales por las tenencias ilícitas de armas de fuego en el marco legal donde 

uno de los elementos del delito no era carácter de licencia. Menciona que no 

forma de parte del código penal 1991, como se verá en los siguientes temas. 

No obstante, la ley viene a ser de consulta obligatoria y conserva su vigencia. 

Código penal de 1991 

"Artículo 279º.- El que, ilegítimamente, fabrica, almacena, suministra o tiene 

en su poder bombas, armas, municiones o materiales explosivos, inflamables, 

asfixiantes o tóxicos, o sustancias o materiales destinados para su preparación, 

será reprimido con pena privativa de libertad no menor de tres ni mayor de diez 

años" 

Nota. - El tipo no distinguía armas de guerra de las que no lo son. 

Posteriormente se autonomizaría la figura de la tenencia ilegal de armas de 

guerra (D. Leg.761). 

Nota. - Este artículo ha sufrido modificaciones que se verán más adelante (Ley 

26672 y el D. Leg.898). 
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Decreto Legislativo Nº 740: Autoriza uso de armas a rondas (EP12NOV91).  

Establece que las rondas campesinas de las zonas declaradas en Estado de 

Excepción, podrán adquirir por compra o donación, armas de caza: escopetas 

calibre 12 gauge, triple cero u otras, para fines de actividades de autodefensa 

de su comunidad, para evitar la infiltración terrorista y del narcotráfico, 

defenderse de los ataques de éstos y apoyar a las Fuerzas Armadas y Policía 

Nacional en las tareas de pacificación. 

Nota. - Aquí tampoco se hace referencia a la licencia, porque la ley les autoriza 

a tener armas para su defensa. Lo mismo sucede con las Fuerzas Armadas y 

Policía Nacional que están autorizadas por la Constitución a usar armas, pero 

cuando el personal militar o policial pasa a la situación de retiro, tienen la 

obligación de recabar la licencia respectiva ante sus propias instituciones.  

 

Decreto Legislativo Nº 761: Tenencia ilegal de armas de fuego de propiedad 

del Estado FFAA y PNP. (EP 14NOV91) 

Artículo 1º.- El que proporcione, porte, posea, guarde o utilice un arma de 

fuego, cualquiera sea su tipo y municiones en general de propiedad del Estado, 

destinado al uso de los miembros de las Fuerzas Armadas y de la Policía 

Nacional del Perú será reprimido con pena privativa de libertad no menor de 

ocho ni mayor de quince años e inhabilitación conforme al artículo 36º del 

Código Penal, incisos 1), 2), 4) y 8) respectivamente. (Decreto legislativo N° 

761,2011) 

Nota. - Este es el tipo penal que sancionaba la tenencia ilegal de armas de 

guerra y que ha sido derogado por el D.Leg 898 en su art. 8º  

 

Decreto Ley N.º 25430: Ley de verificación física de armas (EP 14ABR92) 

El Estado buscó registrar las existencias de armas en situaciones donde muchos 

de estos artefactos provenían del terrorismo y el narcotráfico. Por ello se 

presentan 2 medidas: 

a). Para quienes tienen un arma con licencia vigente, se creó las obligaciones 

de presentar el arma dentro de los 30 días para inspección físicas por parte de 
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las autoridades (DISCCAMEC, militares o policías). Con ello se buscaba 

corroborar si la persona que tenga un arma en su posesión en la DICSCAMEC 

se mantenía bajo su poder. 

b). Para quienes tuvieran un arma sin licencia o con licencia vigente, se creó la 

obligación de presentar el arma a la misma autoridad (DISCCAMEC, policía o 

ejército) para su regulación en un plazo de 15 días. Esta parte de la ley se 

conoce como la "Ley de Amnistía". 

La ley ha creado un nuevo tipo de delito que no se ajusta a las normas 

anteriores. En otras palabras, las personas que tenían una licencia válida pero 

no mostraban sus armas para la inspección física estaban sujetas a sanciones 

penales. Veamos: 

"Artículo 3º.- Las personas naturales o jurídicas que incumplan lo dispuesto en 

este Decreto Ley, además del decomiso y remisión de las armas a la 

DICSCAMEC, serán reprimidas con pena privativa de libertad no menor de 

cuatro ni mayor de seis años e inhabilitación por el doble del tiempo de la 

condena conforme a los incisos: 1), 2) y 6) del artículo 36º del Código Penal." 

Nota. - Esta ley es posterior al Código Penal de 1991 y coexistió juntamente 

con el art. 279º que reprime la tenencia ilegal de armas.  Actualmente ha 

quedado derogado. 

Ley Nº 26672: Tenencia ilegal de armas químicas (EP 20NOV96)   

El art. 5º de esta ley incorpora el art.279º-A 

Artículo 279ª-A.- "El que produce, desarrolla, comercializa, almacena, vende, 

adquiere, usa o posee armas químicas -contraviniendo las prohibiciones 

establecidas en la Convención sobre Armas Químicas adoptada por las 

Naciones Unidas en 1992- o las transfiere a otro, o el que promueve, favorece 

o facilita que se realicen dichos actos será reprimido con pena privativa de 

libertad no menor de cinco ni mayor de veinte años" 

Nota. - Actualmente vigente. 

DECRETO LEGISLATIVO N.º 898 (El Peruano 27MAY98) LEY CONTRA LA 

POSESION DE ARMAS DE GUERRA 

Establece un plazo de 30 días para entregar armas, municiones, granadas de 

guerra o explosivos que se encuentren en posesión ilegal (plazo venció el 01 
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de Julio de 1998). No será pasible la acción civil, administrativa o penal por la 

posesión ilegal de armas. 

También se fijó una compensación económica para los ciudadanos que 

notificaron a las autoridades policiales que tenían armas de guerra en posesión 

ilegal en manos de un tercero después de que hubiera expirado la amnistía. 

Se estableció procedimientos especiales para este tipo de delitos, 

previsto en el Decreto. Legislativos. N.º 897. 

Las Fuerzas Armadas del Perú puede permitir que las personas posean 

mini pistolas MGP-84 o armas similares que solo se pueden disparar en modo 

tiro por tiro, no en modo ráfaga, utilizando munición calibre 9 mm Parabellum. 

Para proteger la personalidad oficialmente reconocida. 

 "Artículo 4º.- Vencido el plazo a que se refiere el Art.2º, las personas que 

posean ilegalmente armas, municiones y granadas de guerra o explosivos, serán 

sancionados con la pena prevista en el Artículo 279º del Código Penal." 

Nota. - Esta norma es propia de la tenencia ilegal de armas de guerra, pero las 

sanciones se refieren a la pena prevista en el art 279 del Código Penal, prisión 

privativa deber ser mayor de 6 años y mayor a 15 años. 

Nota. - Esta norma está vigente.  

La primera disposición complementaria del D. Leg.898, modifica el art. 279º 

del Código Penal 

"Artículo 279º.- El que, ilegítimamente fabrica, almacena, suministra o tiene 

en su poder bombas, armas, municiones o materiales explosivos, inflamables, 

asfixiantes o tóxicos o sustancias materiales destinados para su preparación, 

será reprimido con pena privativa de libertad no menor de seis ni mayor de 

quince años". 

La segunda disposición complementaria del D. Leg.898, incorpora el 

artículo 279ª-B al Código Penal 

"Artículo 279º-B.- El que sustrae o arrebate armas de fuego en general, o 

municiones y granadas de guerra o explosivos a miembros de las Fuerzas 

Armadas o de la Policía Nacional o de Servicios de Seguridad, será reprimido 

con pena privativa de libertad no menor de diez años ni mayor de veinte años. 
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La pena será de cadena perpetua si a consecuencia del arrebato, sustracción del 

arma o municiones a que se refiere el párrafo precedente, se causare la muerte 

o lesiones graves de la víctima o de terceras personas". 

DECRETO SUPREMO Nº 022-98-PCM (El Peruano 29MAY98) 

Establece las normas para la entrega de armas de guerra, su munición, granadas de 

guerra o explosivos, que ilegalmente poseen personas naturales o jurídicas (plazo de 

30 días con amnistía de sanciones) 

Establece que las armas de guerra son de uso exclusivo de las Fuerzas Armadas, 

Policía Nacional y Servicios de Seguridad Públicos.  

Asigna que los armamentos de guerra son los siguientes: 

Fusiles, rifles o carabinas automáticas y/o semiautomáticas de calibre 5.56 mm. 

Pistolas automáticas de cualquier calibre. 

Pistolas semiautomáticas calibre 9mm parabellum, Luger. 

Revólveres calibre 9mm parabellum, Luger, excepto el .38 y el .38   especial. 

Los que determine el Comando Conjunto de las FFAA 

Se determina que es munición de guerra aquellas armas específicas, todas las 

municiones trazadoras, perforantes, incendiarias, expansivas y explosivas, menos la 

munición explosiva para caza. 

Las granadas de guerra se definen como todos los artefactos, incluidos los explosivos 

que se pueden lanzar con la mano o con un lanzador. 

Un explosivo es una sustancia que, cuando se inicia correctamente, reacciona 

violentamente, cambiando el estado inicial a otro de mayor volumen, produciendo alta 

presión y altas temperaturas. 

RESOLUCION MINISTERIAL Nº 0482-98-IN/1509 (El Peruano 13JUN98) 

Aprueba la Directiva Nº 002-DICSCAMEC-98 que regula en detalle la entrega de 

armas de guerra. 

En la opción i.) de la Disposición General determina que "se considera posesión ilegal 

cuando tengan armas que no estén registradas debidamente y no cuenten con la licencia 

de posesión y uso correspondiente". 

Determina que las "personalidades" puede ser autorizada al uso de armas de guerra 

“pistolas MGP-84, mini calibre 9mm parabellum” para su seguridad personal. 
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La personalidad es aquella persona que, por la naturaleza de su cargo 

político, empresarial y función pública necesita la posesión de un arma de 

guerra para su seguridad personal. 

Nota. - La alusión a la carencia de registro o licencia debe entenderse que solo 

es para los casos de armas de guerra. 

SUPREMO Nº 030-98-PCM (El Peruano 30JUN98) 

Reglamento para el otorgamiento de compensación económica por 

información sobre posesión ilegal de armas de guerra 

Establece mecanismos de confidencialidad y verificación de la información 

para incautar armas de guerra, otorgando una compensación económica a favor del 

informante, de la siguiente forma: 

1) Ametralladoras de cualquier tipo S/. 20,000.00 por cada una. 

2) Pistolas-ametralladoras, Fusiles, Rifles o carabinas automáticas   y/o 

semiautomáticas S/. 10,000.00 por cada una. 

(Excepto escopeta de cartucho, de caza y armas de deporte) 

Las armas comprendidas deberán estar en estado operativo. 

El plazo para tener derecho a la compensación caducó el 30 de Julio de 1998. 

La forma de evitar los delitos con armas de fuego, no es complicar su tenencia 

por parte de los legítimos usuarios sino perseguir y reprimir eficientemente el 

tráfico y la tenencia ilegal de armas. 

Una nueva tendencia en las Armas de Fuego: La seguridad  

A pesar que las estadísticas no apoyan la influencia de los accidentes con armas 

de fuego en las lesiones graves y muertes provocadas por personas con armas, 

vemos que hay una tendencia a aumentar la seguridad 

Un sospechoso aumento en la publicación de los hechos protagonizados por 

menores con armas, en particular por niños, está influyendo para presionar en 

el desarrollo de armas Inteligentes.  

Éstas son las armas que utilizan tecnología para asegurarse de que solamente 

una persona adulta pueda dispararlas.  

Bill Clinton es un partidario de la investigación en las armas inteligentes, y ha 

propuesto aumentar los presupuestos en la búsqueda de una nueva tecnología.  
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Los candidatos presidenciales de los U.S.A. también influyen para que la alta 

tecnología electrónica, haga las armas mortales más seguras.  

George Bush, gobernador de Texas dijo: la esperanza es que la tecnología de 

las huellas dactilares en las armas, impidan a usuarios no autorizados hacer 

fuego con armas de puño, sean estos menores o aun compradores de armas no 

legales.  

Esto desalentaría al mercado negro, y a los ladrones, ya que no podrían hacer 

uso de las armas obtenidas ilegalmente.  

La proyección de imagen de la huella digital es solamente una de varias ideas 

que los fabricantes están persiguiendo.  

Smith y Wesson, ha desarrollado un prototipo que permite insertar un cargador, 

solamente después de haber cotejado las huellas del usuario.  

El sistema se bloquearía definitivamente si un ladrón quisiera anularlo o 

romperlo.  

La compañía ha invertido 5 millones de dólares en la investigación, pero el 

prototipo necesita más pruebas y no estará listo por lo menos en dos años.  

Otras firmas están experimentando con sistemas de Radiofrecuencias, 

bloquean el arma a menos que el usuario este utilizando un anillo o una pulsera 

que emita una señal de radio apropiada.  

El prototipo de Smart Links con una pulsera activa la señal, que hace funcionar 

un ordenador dentro del arma que permite efectuar el disparo.  

Otra idea, del fabricante de armas portátiles Fulton, requiere al utilizador usar 

un anillo que contiene un imán. El arma responderá solamente a este imán.  

Estos controvertidos sistemas, podrían en nuestro parecer hacer realmente 

inseguras las armas, ya que si en algunos de los tiroteos producidos por niños 

o contra ellos se hubieran producido con armas de este tipo se hubieran evitado 

las muertes, usuarios de estas armas podrían perder su vida confiando en ellas 

en un momento crítico. 

Imagina por un momento la siguiente situación que nos puede haber 

pasado a muchos de nosotros. Tomo una foto con una cámara electrónica de 

última generación, pero por alguna razón solo el microprocesador la reconoce, 

no arranca, o no tiene el flash apagado o bloqueado. En este caso, perdimos 
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una hermosa imagen de un bebé con una cara que no se repite, cambiemos al 

bebé por el atacante asesino que nos está matando, nuestra familia está en 

riesgo y le garantizamos que si reemplazamos la cámara Hi-tech con un arma 

que usa un procesador similar, su funcionamiento estará asegurado. 

Actuales tendencias en la dogmática penal. 

Al considerar la teoría general del delito, se reflejan varios sistemas o 

metodologías de derecho penal, con el fin de comprender de manera sistemática los 

cambios en la ley de control de armas, presentamos los conceptos que han tenido 

mayor influencia en el flujo doctrinal de las últimas 2 décadas. En el siguiente punto, 

presentaremos brevemente varios modelos explicativos del delito penal. 

Concepción jurídico–penal funcionalista. 

Este concepto fue iniciado por Roxin a inicios de la década los 70. Busca 

definir el sistema de derecho penal de acuerdo con los estándares teleológicos 

formados por los Lineamientos de Políticas Criminales. En segundo lugar, los 

estándares funcionalistas subyacentes se originan de los objetivos de la teoría 

criminal, como las prevenciones generales. 

Básicamente, el funcionalismo se centra en las premisas sociales que se forman 

bajo la expectativa de los comportamientos que se proyecta sobre el 

comportamiento. 

Por tanto, “el fundamento de la sanción radica en que alguien infringe las 

exigencias de conducta derivadas del papel social que desempeña” (ROXIN, 

1972).  

El Derecho no necesita proteger valores determinados a diferencia del 

finalismo, este debe las estructuras de los sistemas social y avalar sus 

capacidades de funciones. Bajo este juicio, el Derecho Penal tiene como 

función asegurar y conservar la vida de la sociedad  

En el funcionalismo, los trabajos de investigación de Günter Jakobs y Claus 

Roxin son las más resaltantes. Pero lo que ambas teorías tienen en común es el 

rechazo del enfoque ontológico a la elaboración normativo y al finalismo de la 

categoría dogmática de “tarea del Derecho penal". 

En su proyecto de investigación de función radical de Jacobs emplea 

categorías en la sociología de Luhmann y se basa primordialmente en juicios 
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de precaución generales positivos. Hace que los estándares funcionales 

sistemáticos sean extremos y absolutos al introducir el abandono de los límites 

del alcance de la ontología y limitar esta tarea a la estabilización del sistema 

estabilización de acuerdo con los requisitos generales de precaución. 

La investigación de Roxin, está conformado por conceptos de la 

tradición del derecho penal, pero debido a que está fuertemente influenciado 

por los estándares de las políticas criminales, de esta manera combina la teoría 

de políticas criminales y la teoría penal , pero amplía el sistema y sus requisitos 

que proviene de la política criminal, como prevención especial y garantiza los 

derechos de los imputados, se fija en el ámbito de la existencia, es el centro de 

su concepto, y no está contemplado en el sistema de Jakobs. 

Por ende, más allá de la coincidencia del sistema debe cumplir las 

funciones del derecho penal, difieren en el contenido, las sugerencias y los 

conceptos mismos. 

Funcionalismo sistémico moderado o teleológico–valorativo racional. 

Roxin aboga por una unificación sistemática del derecho penal y la política 

criminal, señalando lo siguiente: 

La única forma correcta es inculcar la determinación del valor de los delitos 

políticos en los sistemas de derecho penal. Allí, su base legal, transparencia y 

legitimidad, combinación consistente y su efectividad no son menos que la 

contribución positivista a los sistemas formales de Liszt. 

Para fundamentar esta unidad, el profesor de Munich agrega que: “la 

vinculación al derecho y la utilidad político criminal no pueden contradecirse, 

sino que tienen que compaginarse en una síntesis, del mismo modo que el 

Estado de Derecho y el Estado social no forman en verdad contrastes 

irreconciliables, sino una verdad dialéctica: un orden estatal sin una justicia 

social no forma un Estado material de derecho, como tampoco un Estado 

planificador y tutelar, pero que no consigue la garantía de la libertad como en 

el Estado de Derecho, no puede pretender el calificativo de constitucionalidad 

socio–estatal (Roxin, 1972,p.81). 

Por lo tanto, para el autor, la estructura dogmática está destinada a resolver los 

problemas causados por la realidad social de la vida, no solo es una estructura teórica. 
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Continúa manejando las misma categoría de las teorías del delito que el finalismo y el 

causalismo, sin embargo, su estudio está orientado al estudio y consideraciones 

políticas – criminales con una trascendencia funcional. 

Una de las principales contribuciones de Roxin a la tipología es proporcionar 

dotaciones funcionales a la teoría de imputación objetiva, crear riesgos jurídicos 

penales o cosas inaceptables con el fin de proteger las normas. De esta manera, 

entiende que la categoría de la categoría de las ciencias lógicas o naturales ha sido 

superada por los criterios excluyentes de la valoración jurídica normativa. 

Otras de las innovaciones sistemáticas del especialista alemán vienen a ser en 

materia de culpabilidad –término diseñado desde una observación político criminal y 

la teoría de pena– a la prevención, así como los elementos técnicos mutuamente 

restrictivos que forman parte de la responsabilidad. La condición previa básica para 

ello es la culpabilidad, que confirma el autor del hecho punible se encuentra en 

situaciones normales motivadas por normas. Al igual que la teoría de Jacobs, su noción 

se basa en la justificación social del castigo, pero en el caso de Roxin, la culpa no 

depende de vagas necesidades preventivas generales o específicas (ya señaladas), sino 

de la capacidad del autor como para guiar lo que necesita ser verificado empíricamente. 

Las previsiones del fundamento de las imposiciones de la pena apropiada de la 

culpabilidad y esta limita por ella. 

El autor se inclinó por la prevención de las integraciones, disminuyendo las 

contradicciones entre prevención especial y prevención general, porque busco efectos 

pacíficos. A pesar de la transgresión de las normas, la culpa está sujeta al castigo 

adecuado en respuesta al sentido general de justicia, aliviando así el conflicto social. 

Además, el sistema de respuesta de la policía criminal ha contribuido en gran 

medida al restablecimiento de la paz jurídica, por lo que hay espacio para la reparación 

de daños, esto porque, sólo cuando el daño se repare, la víctima y la colectividad 

considerarán suprimidas las molestias sociales originadas por el hecho. (Bullemore, 

2004). 

En definitiva, desde el planteamiento esbozado se ha intentado ajustar el 

método de valoración de las tendencias neoclásicas introduciendo las categorías 

sociológicas propias del funcionalismo, conservando la estructura de causalidad y 

finalismo. 



36 

 

En su noción de delito, cuando se considerada un incumplimiento del deber (es 

decir, un incumplimiento de las nomas de valoración), pero al mismo tiempo presta 

atención al daño social y lo justifica. Para Roxin, las teorías del delito vienen a ser solo 

una herramienta para generar soluciones al problema del ámbito social. 

Funcionalismo Radical. 

Teoría de los Sistemas Sociales Autoreferenciales como Fundamento. Es 

común encontrar en la manualística penal referencias que implican directa 

dependencia de la moderna dogmática penal a influjos sociológicos; esta dependencia 

se da por sentada indicándola nominativamente, sin referirse a la base de dicho 

pensamiento; el planteamiento dogmático de Jakobs parte básicamente de la teoría de 

los sistemas sociales autoreferenciales desarrollada por Niklas Luhmann, por lo que, 

para comprender los fundamentos sociológicos en los que sustenta el profesor de Bohn 

su corriente de pensamiento, nos detendremos a revisar dicha teoría, basada a su vez 

en la teoría de los sistemas autopoiético, de los biólogos Humberto Maturana 

(Maturana, 1995). 

Para Luhmann (1988) viene a ser “un sistema es la forma de una distinción, 

por tanto, tiene dos caras: el sistema (como interior de la forma) y el entorno (como el 

exterior de la forma). Sólo las dos caras juntas constituyen la distinción, la forma, el 

concepto”. (p.68) 

Por tanto, los entornos son indispensable para el sistema mismo; para 

diferenciar el sistema del entorno toma el concepto de producción o poiesis, donde la 

obra que es producida es el sistema mismo o más exactamente la forma del sistema; 

esto es lo que quiere indicar el concepto de autopoiesis y, dado que ningún sistema 

puede operar fuera de sus límites, este es un sistema autopoiético operativamente 

cerrado. (Luhmann, 1998). 

La base de esta teoría es el concepto de comunicación, donde el sistema social 

como sistema autopoiético consiste sólo de elementos –comunicaciones– que el 

mismo sistema produce y reproduce a través del entrelazamiento de estos elementos –

justamente por medio de comunicaciones, por tanto, los seres humanos, como sistemas 

vivos y conscientes, así como los países, con sus peculiaridades geográficas y 

demográficas, quedan fuera del sistema social, fuera de la sociedad, en su entorno; se 
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prescinde de límites territoriales, dado que la comunicación misma no tiene 

localización alguna. (Luhmann, 1998). 

Según lo que menciono el autor la sociedad se va definir según la 

conceptualización de las comunicaciones, siendo ello el resumen entre la comprensión 

y su información participación (expresión de esa información). Los eventos de 

comunicación terminan como unidades discretas con su propia comprensión, esto crea 

una derivación y debido a que las comunicaciones pueden aceptarse o rechazarse. Por 

consiguiente, existe una autodefensa, la derivación entre el rechazo y aceptación. 

Luhmann define a la sociedad como “el sistema que engloba todas las 

comunicaciones, aquel que se reproduce autopoiéticamente mediante el 

entrelazamiento recursivo de las comunicaciones y produce comunicaciones siempre 

nuevas y distintas”. (1998, p.76). 

Si bien el sistema sólo puede determinarse por sus estructuras, no puede 

negarse que esta especie de autonomía operativa presupone una cooperación, una 

acomodación al entorno, lograda a través de los acoplamientos estructurales, que 

mantienen al sistema dentro de su entorno, –que es precondición de la autopoiésis del 

sistema, pero que no interviene en ésta, y es el lenguaje el que sirve de acoplamiento 

estructural entre comunicación y conciencia; son dos sistemas operativamente 

cerrados y por tanto diversos, pero el lenguaje consigue acoplarlos, a través de su 

llamatividad dentro del medio acústico de los ruidos y también en el medio óptico de 

los signos escritos; con ellos puede fascinar y centrar a la conciencia, y a la vez 

reproducir a la comunicación. (Luhmann, 1998). 

No existe comunicación entre  los individuos y la sociedades, debido a que la 

comunicación viene a ser operaciones internas del sistema en la sociedad que no sale 

de sí misma; la sociedad viene a ser sistema autodescriptivo y auto observador, basada 

en la comunicación  y sus reproducciones mediante la  comunicación; esto no significa 

que el entorno sea esencial para el sistema y que no sea importante que el individuo 

esté en el entorno, la razón es respetar la individualidad humana, debido a la 

individualidad no podría ser desarrollada por otras ideas, no podía imaginar la sociedad 

como una hipnosis para todos, el individualismo  implica comprender a las personas 

como productos de una actividad, como aparato autorreferencial  histórico. Sólo existe 

un esquema de observación correspondiente en el que el observador se autodetermina, 
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siempre que la conducta cumpla o se desvíe de la norma, negando el consenso como 

situación empírica en que el individuo está de acuerdo. (Luhmann, 1998). 

Otro concepto clave dentro del sistema de Luhmann que incide en Jakobs es la 

intervención de las personas en los códigos de comunicación comunes que guían las 

interacciones humanas en la sociedad y colabora en la seguridad, previsibilidad, y 

reducción de la complejidad. Según ello, el sistema social se origina de manera precisa 

para asegurar estas perspectivas. 

El autor distingue entre 2 tipos de expectativas: 

- Expectativas cognitivas: Cuando está decepcionado de la realidad, el sujeto 

ajusta sus expectativas a la realidad que muestra que sus expectativas se frustro. 

Por tanto, si se violan los hechos, tales expectativas desaparecen. 

-Expectativas normativas: Estas violaciones no desaparecen cuando realmente 

ocurren, pero en tales situaciones la realidad debe cumplir con las normas, las 

expectativas y no al revés. 

En otras palabras, en la expectativa normativa, las expectativas conservan su 

valor para la realidad y, de esta manera, las expectativas de un comportamiento 

contrafactualmente estable; si se produce la decepción de la expectativa 

normativa debe reaccionarse de tal manera que se reafirme la validez de la 

norma, y una de esas posibles reacciones es la sanción. Este es el punto que 

más influye en el funcionalismo radical de Jakobs. 

Para el sociólogo alemán en comento, el Derecho es el mecanismo a través del 

cual se lograría el aseguramiento generalizado de las expectativas normativas, 

lo que en última instancia permitirá el mantenimiento del sistema, incluso para 

el caso de defraudación de las mismas, es decir, un medio a través del cual se 

refuerza el mantenimiento de las expectativas, y por ende del orden social 

(prevención general positiva). 

En resumen, tenemos que para Luhmann la sociedad sólo está compuesta por 

comunicaciones y la reproducción de éstas; la comunicación es autopoiética en 

la medida en que se debe a sí misma, se autoproduce a través de la bifurcación 

producida de si acepta o no la comunicación, formándose una nueva 

comunicación la cual a su vez se va reproduciendo a través de otras 

bifurcaciones, bastándose a sí mismo el sistema. Ahora bien, conforme a esta 
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concepción, quien comunica es la sociedad y no los sujetos que integran la 

realidad social misma. De acuerdo con su tesis, los individuos (que no 

comunican, sino que piensan, siendo un sistema independiente) no se 

encuentran en el sistema mismo, sino en su entorno, interactuando estos 

sistemas a través del acoplamiento estructural que es el lenguaje. 

“Esta concepción del sujeto al margen del sistema social la importará Jakobs, 

para quien el sujeto no será el verdadero objeto de protección del Derecho penal, sino 

la norma misma, de tal suerte que su concepción del sistema social será la de un 

conjunto de interacciones con abstracción de los sujetos”. (Belestá, 2003). 

Planteamiento Funcionalista Radical de Jakobs: 

Jakobs requiere un marco que "comunique" a las personas la expectativa de 

comportamiento de la sociedad, independientemente de la voluntad individual. Este 

marco que garantiza la existencia de grupos “norma". Según el autor (siguiendo a 

Luhmann, como se mencionó anteriormente) sólo el orden humano establece una 

sociedad, se entiende que significa un "mundo normativo" que no surge del encuentro 

de mundos (esferas) individual, ya que limitan los conceptos de "sociedad" a una 

comunidad de "personas" y no solo a personas. 

La sociedad se define como la conexión las personas del cual hay un "acuerdo 

normativo"; es decir, siempre que cada uno sea consciente del estado del otro debido 

a su posición dentro del grupo, se basa principalmente en "deberes", "deberes" o tareas 

realizadas, no en "derechos". 

Un individuo tiene una expectativa de cierta conducta. 

Es necesario aclarar la distinción básica que conforma la exposición, la 

distinción entre "personas" e "individuos". Definitivamente una inspiración kantiana, 

uno es libre de "autodeterminarse" siempre y cuando uno "reconozca" la norma y 

entonces actúa. Un individuo, por otro lado, es una persona que se asocia con otros 

para hacer cumplir sus (sensibles) "preferencias". Es decir, sigue el principio del 

placer, busca algo que sea cómodo y útil, y busca algo que evite el daño.  

En el concepto funcionalista penal de Jakobs, se considera básicamente como 

un concepto muy normativo basado en el idealismo de la filosofía del derecho de 

Hegel. Ninguno individuo es individuo, sino que es individuo porque así lo atribuye 

sistema social. Las personas son el producto de la socialización. Nadie es humano 
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porque tiene dos ojos y una boca y puede hablar. Estos aspectos sólo muestran lo que 

él llama una propiedad física "individual", y todo lo que se relacionada con un 

individuo no tiene nada que ver con la imputación jurídica. Cuando a la persona se le 

reconoce el estatus de individuo esto indica que la individualidad ha sido superada. 

Por lo tanto, la cordura puede ser reconocida y explicada en un mundo normativo. 

Todo nos muestra que no existe un elemento humano inmutable en el trabajo 

del derecho penal, pues todo reacciona a procesos evolutivos, históricos y de desarrollo 

sociales. Según la noción de persona que prevalece en un determinado momento 

histórico, son posibles las normas y sus violaciones generales y, por lo tanto, la 

construcción teórica del elemento. Desde 1985, Jakobs distingue a las personas, 

distingue entre "ciudadanos" y "enemigos", y crea sistemas legales completamente 

diferentes para ellos: "derecho penal ciudadano" y "derecho penal enemigo". Las 

normas jurídicas analizadas en la página siguiente. 

 

3.3 Bases Conceptuales 

Derecho penal del ciudadano 

El derecho penal ciudadano define y sanciona los delitos o infracciones 

normales cometidos por los ciudadanos por accidente  obligados por la ley, el 

delito de una persona, “no aparece como principio del fin de la comunidad 

ordenada, sino sólo como irritación de ésta, como desliz reparable” (Jakobs, 

2003); tenemos a “una persona que mediante su conducta ha dañado la vigencia 

de la norma y que por ello es llamado — de modo coactivo, pero en cuanto 

ciudadano (y no como enemigo) — a equilibrar el daño en la vigencia de la 

norma” (Jakobs, 2003). 

 De acuerdo a Jakobs, cuando el autor, a pesar de su hecho, “ofrece garantías 

de que se conducirá a grandes rasgos como ciudadano, es decir, como persona que 

actúa en fidelidad al ordenamiento jurídico”66. Debido a ello menciona que el 

principio, “Un ordenamiento jurídico debe mantener dentro del Derecho también al 

criminal, y ello por una doble razón: por un lado, por un lado, el delincuente tiene 

derecho a volver a arreglarse con la sociedad, y para ello debe mantener su status como 

persona, como ciudadano. Por otro, tiene el deber de proceder a la reparación, y 
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también los deberes tienen como presupuesto la existencia de personalidad” (Jakobs, 

2003). 

Como ya observamos, el Derecho Penal de los ciudadanos de Jakobs no viene 

ser más que la concepción radical funcionalista del Derecho Penal, el cual se realizó a 

en extenso en su obra “Derecho Penal, Parte General, Fundamentos y teoría de la 

imputación”, que funda siguiendo la teoría de sistemas autopoiéticos de Luhmann, ya 

desarrollada. En esta visión fundamentalmente funcionalista, la importante legitimidad 

del derecho penal radica en el hecho de que el derecho penal es necesario para 

mantener la forma de sociedad y de Estado, y las normas de este mantenimiento deben 

ser garantizadas. La garantía consiste en proteger la firmeza de las expectativas 

normativas esenciales frente a la defraudación, pasando a ser la vigencia de la norma 

el bien jurídico penal a proteger (jakobs, 2003), ello porque la norma supone la 

definición de los papeles que cada ciudadano juega en la sociedad, representa el 

mecanismo de organización de la comunidad, por ello con el delito se produce una 

frustración del rol determinado para el sujeto en la comunidad dada. Su sistema de 

derecho penal se basa en normas, que definen el papel del sujeto, por lo que la norma 

es objeto de protección, el incumplimiento de su vigencia es una consecuencia, y el 

castigo restituye la vigencia de la norma, en confianza, lealtad a la ley y resultados. 

Al desarrollar el sistema de derecho penal, rechazó la teoría de sistemas de la 

teoría del delito clásica, como es lógico, y se inclina por conceptos sociales de acción, 

siendo así “acciones de las causaciones de los resultados individualmente evitables. 

Siguiendo a Luhmann menciona que: “el concepto penal de acción es, pues, una noción 

equívoca de lo que ha de analizarse; se trata de lo que es un sujeto, de lo que es mundo 

exterior para el sujeto y de cuando se puede vincular la conformación del mundo 

exterior con el sujeto (imputársela)” (Jakobs, 2003). 

De este modo, es expresión de sentido (Luhmann, 1998) objetivamente 

cognoscible, una acción como “unidad funcional de sentido”, que deja los impulsos y 

movimientos naturales involuntarios fuera del concepto jurídico penal de acción, 

considerando sólo dentro de este concepto las expectativas penalmente relevantes y 

sus garantías en el contacto social, siendo un concepto netamente normativo. 

Luhmann, Niklas, define sentido como la conexión entre lo actual y lo posible, 

donde el sentido presupone sistema autopoiéticos en los cuales actúa, como en los 
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sistemas psíquicos en la conciencia y en los sistemas sociales en la comunicación, y 

está basada en la inestabilidad de sus elementos, donde la función de su estructura dual 

(actualidad v/s potencialidad) es organizar la atención de manera alternante entre la 

actualidad, que es cierta pero inestable, y la potencialidad, que es incierta pero estable, 

por tanto actúa bajo la condición inevitable de una selectividad forzosa, esto es, se 

muestra como sentido la relación entre esa certidumbre inestable y la incertidumbre 

estable, al seleccionar en la actualidad una de las múltiples posibilidades. (Jakobs, 

2003). 

“La dirección de la acción ha de determinarse siempre en función de las 

capacidades individuales del autor, dado que sólo así puede garantizarse que la 

expresión de sentido de la acción sea en todo caso expresión de sentido de un sujeto” 

(Jakobs G. , 1995). 

La evitabilidad se caracteriza por estas causaciones que no ocurrirían si el autor 

tuviera una motivación dominante para evitar las consecuencias, la última de las cuales 

debe ser siempre la norma. 

En consecuencia, el supra concepto jurídicos penales de las acciones de Jacobs 

(definidas como causar consecuencias individualmente evitables) incluye acciones 

intencionales e individualmente precipitadas, la ejecución de acciones (fraude) y como 

resultado (descuido) o cognoscibilidad individual, como condición de evadir, forman 

parte de la acción. 

Si el comportamiento es una relación causal evitable de resultado, la omisión 

de Jacobs es esa correlación y el resultado inevitable evitable, pero como la 

evitabilidad de la diferencia en el resultado, estas definiciones en un supra concepto 

son comunes al comportamiento humano. 

El concepto normativo, tiene críticas por solucionar debido a que las acciones 

de sus conceptos normativos de evitabilidad del resultado, es una cuestión que son de 

antijuridicidad o ausencia de la misma o de culpabilidad o inculpabilidad, cambiando 

los conceptos de acciones usualmente a conceptos de delitos, ya que no existiría 

acciones penalmente culpables y relevantes. 

Uno de los puntos representativos de este sistema (y muy controvertido 

también) es su concepción en materia de culpabilidad, que señala que: 
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El concepto de culpabilidad ha de configurarse funcionalmente, es decir, como 

concepto que rinde un fruto de regulación, conforme a determinados principios 

de regulación (de acuerdo con los principios del fin de la pena), para una 

sociedad de estructura determinada, el fin de la pena es, de tipo preventivo–

general; se trata de mantener el reconocimiento general de la norma” (Jakobs 

G. , 1995). 

Jakobs asocia su la definición jurídica penal de acción la culpa ello va a 

depender de principios del fin de la pena, tenemos autores que actúan de una 

manera particular y conocen, los elementos de los comportamientos, se debería 

considerar su comportamiento como una conformación normativa. Esta 

atribución surge mediante la responsabilidad de la propia motivación, se habría 

comportado de manera diferente si el perpetrador hubiera estado motivado 

principalmente por factores relevantes para impedir la acción. Por lo tanto, los 

comportamientos demostrado muestra que a los practicantes en ese momento 

no les importaba la evasión general. Esta transgresión normativa viene a ser el 

incumplimiento. Esta desautorización genera conflictos sociales en las medidas 

las normas como modelo de orientación se ponen en tela de juicio, la misión 

de la pena es mantener un modelo de orientación normativa del contacto social. 

El contenido de la pena es la respuesta a la cuestión de la norma a expensas del 

autor. 

En las conjetura de exclusiones de las culpabilidades, por lo opuesto, gracias a 

las condiciones no se genera una defraudación normativa, porque nadie espera 

que un niño, un demente o alguien que desconozca el sentido ilícito del acto 

cometido cumpla con la obligación de cumplir con esta ley, en este caso sólo 

se trata de “expectativas de carácter cognitivo la ausencia de sanción en estos 

supuestos, no perturba la función estabilizadora de expectativas en que consiste 

el Derecho” (Jakobs G. , 1995). 

Por lo tanto, la culpa no depende de las circunstancias específicas del sujeto. 

No se justificaba como norma de limitación de la potestad del Estado para castigar en 

favor del reconocimiento de las garantías básicas del individuo, sino que se derivaba 

del principio de finalidad de la pena, finalidad del sistema penal positivo, prevención 

general que se justifica sólo considerando las necesidades.  
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Derecho penal del enemigo 

En cuanto concepto doctrinal, el Derecho Penal del Enemigo ya es introducido 

por Jakobs –aunque de un modo difuso– en mayo de 1985, en la ponencia que presentó 

al Congreso de los penalistas alemanes celebrado en Frankfurt sobre la criminalización 

en el estadio previo a la lesión de un bien jurídico; en dicha ponencia nos señala que 

el Derecho Penal del Enemigo optimiza la protección de bienes jurídicos; que 

pertenecen a éste, en concreto, “todas las criminalizaciones de lo que materialmente 

son actos preparatorios, en la medida en que la conducta preparatoria se efectúe en el 

ámbito privado” (Jakobs G. , 1997) agrega que pertenecen a este ámbito algunos 

delitos contra la seguridad del Estado, así como la constitución de asociaciones 

criminales o terroristas” (Jakobs G. , 1997). 

El docente de Bonn justifica que las penalizaciones en el estado previo a la 

lesión del bien jurídico en todos aquellos, “casos en que por la incalculabilidad de los 

posibles cursos de daños y su eventual inocuidad es sólo pasajera, se perjudica la 

seguridad cognitiva que se precisa para la vigencia de la norma, dado que en cualquier 

momento se puede llegar a la comisión del delito. Ejemplos de ello proporcionan las 

infracciones contra los preceptos de la Ley de armas, la producción o adquisición de 

dinero falso y también delitos más bien recónditos como el de la formación de bandas 

armadas. En todo caso a la producción de la actividad es inherente la tendencia al 

daño.” (Jakobs G. , 1997). 

Esta ponencia solo analizo una característica del derecho penal enemigo: 

Las sanciones anticipadas en caso de un delito de peligro abstracto, en el cual se viola 

las posibilidades de precisar, los peligrosos como conductas externas e internas. Tal 

comportamiento se ve privado no por su peligro general, sino por el contexto del plan 

en el que se ubica, la privatización tiene otro aspecto interno: una excusa para acceder 

a la situación de los planes del sujeto. Substraer este modo a la persona de su esfera 

privada no forma parte del Derecho Penal de las personas, sino al Derecho Penal del 

Enemigo.  

Luego, en 2003, en colaboración con Manuel Cancio Melia, presentó el 

concepto dogmático del derecho penal del enemigo, que se estructuró como la 

legislación de la lucha, con mucha precisión. De acuerdo a Jakobs: “el Derecho Penal 

del Enemigo el de aquellos que forman contra el enemigo; frente al enemigo, es sólo 
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coacción física, hasta llegar a la guerra.”, y agrega que “el Derecho Penal del 

ciudadano mantiene la vigencia de la norma, el Derecho Penal del Enemigo (en sentido 

amplio: incluyendo el Derecho de las medidas de seguridad) combate peligros.” 

(Jakobs G. C., 2003). 

Los “enemigos” son individuos que se caracterizan, “por haberse apartado de 

manera duradera, al menos de modo decidido, del Derecho, es decir, que no prestan la 

garantía cognitiva mínima que es necesaria para el tratamiento como persona, es decir, 

su comportamiento ya no es calculable conforme a las expectativas normativas 

vigentes en la sociedad” (Jakobs G. C., 2003). 

Y dado que este enemigo no permite que sea impuesto por un estado de 

ciudadanía, no puede compartir los intereses del concepto humano. 

Para Jakobs los enemigos no son personas. 

“Pues la personalidad, es irreal como construcción exclusivamente normativa. 

Sólo será real cuando las expectativas que se dirigen a una persona también se cumplan 

en lo esencial. Donde quien no presta una seguridad cognitiva suficiente de un 

comportamiento personal, no puede esperar ser tratado como persona, es más el Estado 

no debe tratarlo como persona” (Jakobs G. C., 2003). 

Fundamentos Ius Filosóficos del Derecho Penal del Enemigo 

De acuerdo a lo que planteo Jakobs no consigue basarse en las ideas modernas, 

que se hallan fijados en la concepción democrática. Para proporcionar un 

fundamento de ius filosófico para esta formulación dogmática, debe confiar en los 

pensadores contratistas de los siglos XVII y XVIII, como Kant y Hobbes, quienes 

fundaron la monarquía absoluta y el totalitarismo. 

Kant menciona “que no se trata como a persona a quien me amenaza 

constantemente, quien no se deja obligar a entrar en un estado ciudadano” (Jakobs 

G. C., 2003). Y agrega, parafraseando al mismo autor, que: 

“Aquel ser humano o pueblo que se haya en un mero estado de naturaleza 

me priva… (de la ) seguridad (necesaria), y me lesiona ya por ese estado en el que 

está a mi lado, si bien no de manera activa (facto), sí por la ausencia de legalidad 

de su estado (statu injusto), que me amenaza constantemente, y le puedo obligar 

a que o entre conmigo en un estado comunitario–legal o abandone mi vecindad” 

(Jakobs G. C., 2003). 
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Características del Derecho Penal del Enemigo 

Tipos Penales que Anticipan la Punibilidad a Actos Preparatorios de Hechos 

Futuros: 

Vienen a caracterizarse por ser penales de peligros abstractos, según lo 

regulado por la ley de terrorismo, tráfico de estupefacientes y armas.  

La respuesta del ordenamiento a través de sanciones no tiene como propósito 

en este caso “reestablecer la vigencia de la norma, sino de la eliminación de un peligro: 

la punibilidad se adelanta un gran trecho hacia el ámbito de la preparación, y la pena 

se dirige hacia el aseguramiento a hechos futuros, no a la sanción de hechos 

cometidos” (Jakobs G. C., 2003). 

Desproporcionalidad de las Penas: 

Tiene manifestaciones dobles; por un lado, las penas de la acción 

preparatoria no suponen una reducción de la pena respecto de la pena de la acción 

consumada o tentativa en la que la acción preparatoria realizada en el ámbito 

anterior se considera peligrosa. Por otra parte, la situación particular de un 

delincuente perteneciente a una organización justifica la agudización de penas 

graves y fundamentalmente desequilibradas por un determinado delito cometido 

por un particular en el ejercicio de una actividad profesional o servicio normal de 

la organización. 

Legislación de Lucha o de Combate: 

“Quien por principio se conduce de modo desviado no ofrece garantía de un 

comportamiento personal; por ello, no puede ser tratado como ciudadano, sino debe 

ser combatido como enemigo. Esta guerra tiene lugar con un legítimo derecho de los 

ciudadanos, en su derecho a la seguridad; pero a diferencia de la pena, no es Derecho 

también respecto del que es penado; por el contrario, el enemigo es excluido” (Jakobs 

G. C., 2003). 

Jakobs niega el carácter de “Derecho” para la regulación “jurídica” de la batalla 

contra el enemigo. De esta manera cuando se confronta el Derecho Penal del 

Ciudadano al del Enemigo, explica que la voz Derecho “significa en ambos conceptos 

algo claramente diferente 88”, a diferencia de las personas, las relaciones con los 

enemigos ya no están determinadas por la ley “dado que éste es el vínculo entre 

personas que son a su vez titulares de derechos y deberes, mientras que la relación con 
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un enemigo no se determina por el Derecho, sino por la coacción 89”. Frente al 

enemigo, el Derecho Penal viene a ser una coacción física, hasta que llegue las guerras. 

Pero entonces hay que entender que “quien gana la guerra determina lo que son las 

normas, y que quien la pierde ha de someterse a esa determinación 90”. Pero a 

diferencia de las que regulan el castigo, estas normas ya no son leyes relacionadas con 

el castigo. A pesar de todo ello, la regulación del Derecho Penal del enemigo puede 

verse talvez “Derecho” todo ello solo desde una vista formal, del Estado, ya que 

ordenamiento, como menciona Jakobs, “implica un comportamiento desarrollado con 

base en reglas”, y en modo alguno “una conducta espontánea e impulsiva” (Jakobs G. 

C., 2003). 

Considerable Restricción de Garantías y Derechos Procesales de los Imputados: 

Jakobs menciona: “quien no presta una seguridad cognitiva suficiente de un 

comportamiento personal, no sólo no puede esperar ser tratado como persona, sino que 

el Estado no debe tratarlo ya como persona, ya que de lo contrario vulneraría el derecho 

a la seguridad de las demás personas. Kant exige la separación de ellos, lo que no 

significa otra cosa que hay que protegerse frente a los enemigos.” (Jakobs G. C., 2003). 

Dado que es una guerra, se inician amplias medidas de espionaje de 

información, investigación confidencial y cautiverio celular. Por lo tanto, eliminar las 

posibilidades de que los presos entren en contacto con abogados y la prisión 

preventiva. 

Recrudecimiento de Condiciones Penitenciarias para los Condenados: 

Como se dijo, los beneficios de la detención están limitados al máximo porque 

el enemigo debe ser eliminado y no tratado como una persona por parte del estado. 

Críticas al planteamiento dogmático funcionalista radical. 

Críticas al Derecho Penal del Ciudadano 

El filósofo y sociólogo alemán Jurgen Habermas tiene un importante enfoque 

crítico de la teoría de sistemas de Luhmann, que apoya el enfoque del funcionalismo 

sociológico, especialmente el funcionalismo radical de Jacobs, viene desde un punto 

de vista crítico. El escritor alemán, claramente influido por Karl Max y Marx Weber, 

pertenece a la 2da generación de filósofos de la Escuela de Frankfurt y critica el 

enfoque funcionalista sistemático, en especial el enfoque del sistema social 

Autopoiesis, menciona que. 
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La teoría de Luhmann, que hoy no tiene par en punto a fuerza 

conceptualizadora, fantasía teórica, y capacidad de elaboración, despierta en 

todo caso la duda de si el precio que paga por las “ventajas abstractivas” que 

comporta o por el grado de abstracción que logra alcanzar, no es quizá 

demasiado alto, pues la incansable trituradora de la reconceptualización a que 

Luhmann es tan afecto acaba dejando de lado al “subcomplejo” mundo de la 

vida como un residuo indigerible – es decir, precisamente el ámbito de 

fenómenos que no puede menos de atraer sobre sí el interés de toda teoría de la 

sociedad que no haya roto aún todos los puentes con las experiencias 

precientíficas de crisis. (Habermas, 1989). 

Otra crítica importante formulada por el profesor Frankfurt al funcionalismo 

sociológico es que las leyes y modelos de la naturaleza se aplican de la misma 

manera que los sistemas sociales, de forma similar a la transferencia de 

términos del primer dominio al segundo dominio. Debe aplicarse, y esto se 

siente particularmente duro, junto con la pretensión, la construcción de la 

integración científica universal bajo el prisma del funcionalismo sistemático. 

En efecto, señala que “se autoubica sin dudarlo en el sistema de la ciencia y, 

como teoría, se presenta con una pretensión universal en lo que le compete” 

(Habermas, 1989), y agrega que “esta teoría de sistemas no es propiamente 

sociología, sino que habría que compararla más bien con esas proyecciones 

metateóricas que cumplen funciones de imagen del mundo”95. Dadas las 

diferencias esenciales entre el mundo natural y la esfera social y su respectiva 

disciplina, todo esto es irracional, ya que se necesitan una diferente categoría 

analítica para abordar las mencionadas realidades de la naturaleza o la 

sociedad. 

Sin embargo, su noción de una sociedad "sin hombres" ha causado aún más 

resentimiento y un resentimiento sin fin. Pronto comenzaron las acusaciones 

de ceguera, pasividad, deshumanización o conservadorismo político, 

admitiendo que la propuesta del propio Luhmann no era más que proteger el 

ámbito de la subjetividad en el sentido anterior. Lo cierto es que se hace 

tremendamente dificultoso concebir un Derecho al margen del control o de los 

efectos ontológicos que provocan su ejecución, “centrado de modo autista en 
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su autopoiesis, hurtándose la mirada al mundo si no es a través del espejo de la 

autoreferencia. La misma perplejidad que suscita el abandono de otras 

funciones que se consideraban otrora connaturales al Derecho, como el control 

de la conducta o el logro de la integración social” (Prieto, 1989). 

Una solución interna para la función de autopoiesis del sistema, como 

observación externa de heteroreferencias, estimulación de la información y apertura al 

entorno, y acoplamiento estructural, estos son claramente inadecuados. Aun así, la 

funcionalidad central del sistema no permite equivalentes funcionales que excedan sus 

límites; por ser sistemas, se relacionan consigo mismos y solo pueden ofrecer 

alternativas a sus propias posibilidades. Además, sólo se dirige a las expectativas que 

se ven perjudicadas en su integridad. Con tal limitación, los derecho se ve remitido a 

una reacción del conflicto.  
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4 CAPÍTULO IV. MARCO METODOLÓGICO 

4.1 Ámbito 

Se llevo a cabo en la provincia de Leoncio Prado que pertenece al departamento 

de Huánuco. Cuyos límites son los siguientes: 

Norte: San Martín 

Este: Ucayali 

Sur: Puerto Inca, Pachitea y Huánuco 

Oeste: Marañón, Huacaybamba, Huamalíes y Dos de Mayo. 

4.2 Tipo y nivel de investigación 

Por sus características al decir de Rebeca Landeau, corresponde a: 

La presente investigación por su finalidad es Básica. 

Por el período de ejecución es Transversal. 

Por el carácter es Correlacional. 

Por su naturaleza es Cuantitativa. (Landeau, 2007) 

 

4.3 Población y muestra 

4.3.1 Población 

“La población es un conjunto finito o infinito de elementos con características 

comunes para los cuales serán extensivas las conclusiones de la investigación. Ésta 

queda delimitada por el problema y por los objetivos del estudio” (Arias, 2012, p. 81). 

Estuvo conformado por 112 operadores de justicia de la Provincia de Leoncio 

Prado en la Región Huánuco. 

4.3.2 Muestra y método de muestreo 

Según Hernández et al. (2014) “la muestra es un subgrupo de la población de 

interés sobre el cual se recolectarán datos, y que tiene que definirse y delimitarse de 

antemano con precisión, además de que debe ser representativo de la población” (p. 

175) 

La muestra de estudio estuvo constituida por 36 operadores de justicia de la 

provincia de Leoncio Prado en la Región Huánuco. 
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El muestreo empleado fue no probabilístico, con el criterio de la persona 

investigadora, teniendo consideración ciertas características relevantes del problema 

en mención. 

4.4 Diseño de investigación 

El diseño utilizado es el no experimental, transversal, Correlacional. 

Al esquematizar este diseño de investigación obtenemos el siguiente diagrama: 

 

          O1   

           M                     r   

    Oy  

 

M =  muestra  

O =  observación  

O 1, 2 = variables correlacionales 

r = correlación entre las variables. 

4.5 Técnicas e instrumentos 

Se empleará como técnicas lo mencionado a continuación: 

- Fichaje de Materiales Escritos, sirven para la obtención de datos generales 

del marco teórico y las situaciones de las legislaciones, para así modificarla. 

- Análisis Documental. Se da a través de una ficha de análisis documental.  

Estos son recursos auxiliares que ayudan a recopilar datos de fuentes, 

administrar las técnicas apropiadas para cada uno y proporcionar información 

para realizar la investigación, por ello se utilizó como herramienta: la ficha de 

análisis documental. 

Validación del Instrumento 

Según Hernández et al., (2014) explican que: “la validez se define como el 

grado en que un instrumento realmente mide la variable que pretende medir” (p. 200).  

Se realizó mediante el juicio de 5 expertos en la materia, los cuales coincidieron 

en brindar la calificación de excelente con respecto a su “relevancia, coherencia, 

suficiencia y claridad”.  
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Confiabilidad de los instrumentos para la recolección de datos 

Para Hernández et al. (2014), “se refiere al grado en que su aplicación repetida 

al mismo individuo u objeto produce resultados iguales” (p.200). 

Se realizó a través del Alfa de Cronbach donde se obtuvo 0,800; indicando una 

buena confiabilidad. 

4.6 Técnicas para el procesamiento y análisis de datos 

La recolección de datos se realizó de la siguiente manera: 

- En primer lugar, se efectuó la validación externa del instrumento (juicio de 

expertos), posteriormente se aplicó la prueba piloto en una muestra semejante 

a la del estudio. 

- Luego se realizó el cálculo de la confiabilidad mediante el Alfa de Cronbach, 

con un nivel de significancia de 95%. 

- Se solicitó autorización del ámbito de estudio para intervenir y ejecutar el 

proyecto de investigación. 

- Se solicitó firmar el consentimiento informado a la muestra de estudio para 

poder aplicar el instrumento. 

- Luego se aplicó el instrumento en un mismo tiempo a la muestra de estudio. 

- Se procedió a clasificar y tabular los datos obtenidos, de acuerdo con las 

normas estadísticas para su efecto, utilizando el paquete estadístico SPSS 

versión 23.  

- Proceso de prueba de hipótesis a través de correlación de la prueba estadística 

paramétrica Chi cuadrado. Análisis de interpretación de resultados. 

- Y finalmente, se elaboró el informe de investigación para su presentación 

respectiva. 

Tabulación 

Para el procesamiento de datos y análisis de los resultados del presente trabajo 

de investigación se utilizaron la estadística descriptiva (tablas, cuadros, 

gráficos) y la estadística inferencial para la prueba de hipótesis, para determinar 

el grado de correlación que existe entre las ordenanzas municipales y el derecho 

de propiedad de la comuna del Municipio Distrital de Amarilis, a través del 

programa estadístico SPSS versión 24 y de la estadística inferencial para la 

prueba de hipótesis.  
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5 CAPÍTULO V. RESULTADOS Y DISCUSIÓN 

 

5.1 Análisis descriptivo  

 

Presentación y Análisis de Resultados: 

Se obtuvieron los resultados que se muestran a continuación: 

 

Tabla N° 01: Dimensión tenencia ilegal de armas 

Dimensión tenencia ilegal de 

armas 
Frecuencia Porcentaje 

Es evidente 18 50,0% 

Es regularmente evidente 12 33,3% 

No es evidente 6 16,7% 

Total 36 100,0% 

Fuente: Cuestionario sobre calificación de responsabilidad por el uso de tramperos y 

escopetas   
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Gráfico N° 01: Diagrama de barras de la Dimensión tenencia ilegal de 

armas. 

 

 

De acuerdo con la tabla y gráfico N° 01 se evidencia las respuestas de los 36 

operadores de justicia de la provincia de Leoncio Prado en la Región Huánuco, 

referente a la variable calificación de responsabilidad por el uso de tramperos y 

escopetas, en la dimensión tenencia ilegal de armas; 18, que representa el 50,0% señala 

que es evidente; mientras que 12, que equivale al 33,3%, manifiestan que es 

regularmente evidente y 6, que es la representación del 16,7% indica que no es 

evidente la tenencia ilegal de armas; de ello se concluye que en su mayoría afirman 

que es evidente, la tenencia ilegal de armas en la provincia en estudio. 
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Tabla N° 02: Dimensión tenencia de armas con licencia vencida. 

Dimensión tenencia de armas con 

licencia vencida 
Frecuencia Porcentaje 

Es evidente 14 38,9% 

Es regularmente evidente 18 50,0% 

No es evidente 4 11,1% 

Total 36 100,0% 

Fuente: Cuestionario sobre calificación de responsabilidad por el uso de tramperos y 

escopetas   

 

 

Gráfico N° 02: Diagrama de barras de la Dimensión tenencia de armas con 

licencia vencida 

De acuerdo con la tabla y gráfico N° 02 se evidencia las respuestas de los 36 

operadores de justicia de la provincia de Leoncio Prado en la Región Huánuco, 

referente a la variable calificación de responsabilidad por el uso de tramperos y 

escopetas, en la dimensión tenencia de armas con licencia vencida; 14, que representa 

el 38,9% manifiesta que es evidente; mientras que 18, que equivale al 50,0%, señala 

que es regularmente evidente y 4, que son la representación de 11,1% indica que no es 

evidente la tenencia de armas con licencia vencida; de ello se concluye que en su 

mayoría afirman que es regularmente evidente, la tenencia de armas con licencia 

vencida en la provincia en estudio. 
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Tabla N° 03: Dimensión homogeneidad en la casuística 

Dimensión homogeneidad en la 

casuística 
Frecuencia Porcentaje 

Es evidente 20 55,6% 

Es regularmente evidente 11 30,6% 

No es evidente 20 55,6% 

Total 36 100,0% 

Fuente: Cuestionario sobre calificación de responsabilidad por el uso de tramperos y 

escopetas   

 

Gráfico N° 03: Diagrama de barras de la Dimensión homogeneidad en la 

casuística. 

De acuerdo con la tabla y gráfico N° 02 se evidencia las respuestas de los 36 

operadores de justicia de la provincia de Leoncio Prado en la Región Huánuco, 

referente a la variable calificación de responsabilidad por el uso de tramperos y 

escopetas, en la dimensión homogeneidad en la casuística; 20, que representa el 55,6% 

manifiestan que es evidente; mientras que 11, que equivale al 30,6%, manifiestan que 

es regularmente evidente y 5, que representan al 13,9% manifiestan que no es evidente 

la homogeneidad en la casuística; de ello se concluye que en su mayoría afirman que 

es evidente, la homogeneidad en la casuística en la provincia en estudio. 
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Tabla N° 04: Dimensión derecho a la libertad. 

Dimensión derecho a la libertad Frecuencia Porcentaje 

Es evidente 22 61,1% 

Es regularmente evidente 12 33,3% 

No es evidente 2 5,6% 

Total 36 100,0% 

Fuente: Cuestionario sobre calificación de responsabilidad por el uso de 

tramperos y escopetas  

 

Gráfico N° 04: Diagrama de barras de la Dimensión derecho a la libertad. 

De acuerdo con la tabla y gráfico N° 02 se evidencia las respuestas de los 36 

operadores de justicia de la provincia de Leoncio Prado en la Región Huánuco, 

referente a la variable derechos de los ciudadanos, en la dimensión derecho a la 

libertad; 22, que representa el 61,1% manifiestan que no se protege adecuadamente; 

mientras que 12, que equivale al 33,3%, manifiestan que se protege regularmente y 2, 

que representan al 5,6% manifiestan que se protege adecuadamente el derecho a la 

libertad; de ello se concluye que en su mayoría afirman que no se protege 

adecuadamente el derecho a la libertad en la provincia en estudio. 
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Tabla N° 05: Dimensión derecho a la libertad 

Dimensión derecho a la libertad Frecuencia Porcentaje 

Es evidente 5 13,9% 

Es regularmente evidente 10 27,8% 

No es evidente 21 58,3% 

Total 36 100,0% 

Fuente: Cuestionario sobre calificación de responsabilidad por el uso de 

tramperos y escopetas 

 

   

Gráfico N° 05: Diagrama de barras de la Dimensión derecho a la libertad. 

De acuerdo con la tabla y gráfico N° 02 se evidencia las respuestas de los 36 

operadores de justicia de la provincia de Leoncio Prado en la Región Huánuco, 

referente a la variable derechos de los ciudadanos, en la dimensión derecho al libre 

tránsito; 5, que representa el 13,9% manifiestan que es respetado; mientras que 10, que 

equivale al 27,8%, manifiestan que es regularmente respetado y 21, que representan al 

58,3% manifiestan que no es respetado el derecho al libre tránsito; de ello se concluye 

que en su mayoría afirman que no es respetado adecuadamente el derecho al libre 

tránsito en la provincia de Leoncio Prado en la Región Huánuco. 
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Tabla N° 06: Dimensión derecho al debido proceso. 

Dimensión derecho al debido 

proceso 
Frecuencia Porcentaje 

Es evidente 5 13,9% 

Es regularmente evidente 10 27,8% 

No es evidente 21 58,3% 

Total 36 100,0% 

Fuente: Cuestionario sobre calificación de responsabilidad por el uso de tramperos y 

escopetas 

 

 

Gráfico N° 06: Diagrama de barras de la Dimensión derecho al debido 

proceso. 

De acuerdo con la tabla y gráfico N° 02 se evidencia las respuestas de los 

36 operadores de justicia de la provincia de Leoncio Prado en la Región Huánuco, 

referente a la variable derechos de los ciudadanos, en la dimensión derecho al 

debido proceso; 4, que representan el 11,1% manifiestan que es respetado; mientras 

que 12, que equivale al 33,3%, manifiestan que es regularmente respetado y 20, que 

representa al 55,6% manifiestan que no es respetado; de ello se concluye que en su 

mayoría afirman que no es respetado el derecho al debido proceso, en la provincia 

en estudio.  
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5.2 Análisis Inferencial y Contrastación de Hipótesis 

Posterior al procesamiento de los datos que se obtuvo de cada variable y cada 

dimensión usando el programa SPSS 24, se tiene los siguientes resultados: 

 

Tabla N° 07: Relación entre a calificación de responsabilidad por el 

uso de tramperos y escopetas y los derechos de los ciudadanos. 

 

Rho de Spearman 
La calificación de 

responsabilidad penal 

Los derechos 

de los ciudadanos 

La calificación 

de 

responsabilida

d penal 

Coeficiente de 

correlación 
1,000 0,934** 

Sig. (bilateral) . 0,000 

N 36 36 

Los derechos 

de los 

ciudadanos 

Coeficiente de 

correlación 
0,934** 1,000 

Sig. (bilateral) 0,000 . 

N 36 36 

 

Fuente: Cuestionario sobre calificación de responsabilidad por el uso de 

tramperos y escopetas 

 

Respecto a la Hipótesis General: 

𝑯𝒊 Existe una relación significativa entre a calificación de 

responsabilidad por el uso de tramperos y escopetas y los derechos de los 

ciudadanos de la Provincia de Leoncio Prado – Región Huánuco. Periodo 2015 

- 2016. 

𝑯𝟎 No existe una relación significativa entre a calificación de 

responsabilidad por el uso de tramperos y escopetas y los derechos de los 

ciudadanos de la Provincia de Leoncio Prado – Región Huánuco. Periodo 2015 

– 2016. 

Toma de Decisión: 

Se aprecia en la tabla N° 7 que, correlacionando el resultado total de la 

variable de ordenanza municipal y el uso eficiente de energía eléctrica, se 

obtiene un valor de Rho de Spearman =0,934; ello señala la existencia de una 

correlación positiva alta; debido a ese hallazgo se da el rechazo la hipótesis 

nula y se admite la hipótesis planteada en la investigación.  



61 

 

 

Respecto a las Hipótesis Específicas: 

Primera hipótesis específica 

 

Tabla N° 08: Relación entre a calificación de responsabilidad por el 

uso de tramperos y escopetas y Derecho a la libertad de los ciudadanos. 

 

Rho de Spearman 

La calificación de 

responsabilidad 

penal 

Derecho a 

la libertad. 

La 

calificación 

de 

responsabilid

ad penal 

Coeficiente de 

correlación 
1,000 0,848** 

Sig. (bilateral) . 0,000 

N 
36 36 

Derecho a la 

libertad. 

Coeficiente de 

correlación 
0,848** 1,000 

Sig. (bilateral) 0,000 . 

N 36 36 
 

Fuente: Cuestionario sobre calificación de responsabilidad por el uso de tramperos y escopetas 

 

𝑯𝒊 Existe una relación significativa entre a calificación de 

responsabilidad por el uso de tramperos y escopetas y el derecho a la libertad 

de los ciudadanos de la Provincia de Leoncio Prado – Región Huánuco. Periodo 

2015 - 2016. 

𝑯𝟎 No existe una relación significativa entre a calificación de 

responsabilidad por el uso de tramperos y escopetas y el derecho a la libertad 

de los ciudadanos de la Provincia de Leoncio Prado – Región Huánuco. Periodo 

2015 - 2016. 

 

Toma de decisión 

Se aprecia en la tabla N° 8 que, correlacionando el resultado total de la 

variable ordenanza municipal y la dimensión aspecto ecológico de la variable 

uso eficiente de energía eléctrica, se obtiene un valor de Rho de Spearman 

=0,848; ello señala la existencia de una correlación positiva alta; debido a ese 

hallazgo se da el rechazo la hipótesis nula y se admite la hipótesis planteada en 

la investigación. 
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Segunda hipótesis específica: 

Tabla N° 09: Relación entre a calificación de responsabilidad por el 

uso de tramperos y escopetas y Derecho al libre tránsito de los ciudadanos. 

Rho de Spearman 

La 

calificación de 

responsabilidad 

penal 

Dere

cho al libre 

tránsito. 

La 

calificación de 

responsabilida

d penal 

Coeficient

e de correlación 
1,000 0,862** 

Sig. 

(bilateral) 
. 0,000 

N 36 36 

Derech

o al libre 

tránsito 

Coeficient

e de correlación 
0,862** 1,000 

Sig. 

(bilateral) 
0,000 . 

N 36 36 

 
Fuente: Cuestionario sobre calificación de responsabilidad por el uso de tramperos y escopetas 

 

𝑯𝒊 Existe una relación significativa entre a calificación de 

responsabilidad por el uso de tramperos y escopetas y el derecho al libre 

tránsito de los ciudadanos de la Provincia de Leoncio Prado – Región Huánuco. 

Periodo 2015 - 2016. 

𝑯𝟎 No existe una relación significativa entre a calificación de 

responsabilidad por el uso de tramperos y escopetas y el derecho al libre 

tránsito de los ciudadanos de la Provincia de Leoncio Prado – Región Huánuco. 

Periodo 2015 - 2016. 

 

Toma de decisión 

Se aprecia en la tabla N° 9 que, correlacionando el resultado total de la 

variable ordenanza municipal y la dimensión aspecto cultural de la variable uso 

eficiente de energía eléctrica, ello señala la existencia de una correlación 

positiva alta; debido a ese hallazgo se da el rechazo la hipótesis nula y se admite 

la hipótesis planteada en la investigación. 
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Tercera hipótesis específica: 

Tabla N° 10: Relación entre a calificación de responsabilidad por el 

uso de tramperos y escopetas y Derecho al debido proceso de los ciudadanos. 

Rho de Spearman 

La 

calificación de 

responsabilidad 

penal 

Der

echo al 

debido 

proceso 

La 

calificación de 

responsabilida

d penal 

Coeficient

e de correlación 
1,000 0,870** 

Sig. 

(bilateral) 
. 0,000 

N 36 36 

Derech

o al debido 

proceso 

Coeficient

e de correlación 
0,870** 1,000 

Sig. 

(bilateral) 
0,000 . 

N 36 36 

 
Fuente: Cuestionario sobre calificación de responsabilidad por el uso de tramperos y escopetas 

 

𝑯𝒊 Existe una relación significativa entre a calificación de 

responsabilidad por el uso de tramperos y escopetas y el derecho al debido 

proceso de los ciudadanos de la Provincia de Leoncio Prado – Región Huánuco. 

Periodo 2015 - 2016. 

𝑯𝟎 No existe una relación significativa entre a calificación de 

responsabilidad por el uso de tramperos y escopetas y el derecho al debido 

proceso de los ciudadanos de la Provincia de Leoncio Prado – Región Huánuco. 

Periodo 2015 - 2016. 

 

Toma de decisión 

Se aprecia en la tabla N° 10 que, correlacionando el resultado total de 

la variable ordenanza municipal y la dimensión aspecto económico de la 

variable uso eficiente de energía eléctrica, se obtiene un valor de Rho de 

Spearman =0,870; ello señala la existencia de una correlación positiva alta; 

debido a ese hallazgo se da el rechazo la hipótesis nula y se admite la hipótesis 

planteada en la investigación.  
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5.3 Discusión de resultados 

Bedón (2014) titulado “Medidas cautelares: especial referencia a la prisión 

preventiva en la legislación penal ecuatoriana”. Estudio correlaciona que tuvo como 

muestra de estudio a 40 profesionales del Derecho entre abogados, fiscales y 

magistrados. La técnica empleada para que se recoja de información fue la encuesta y 

el instrumento que registró los datos fue el cuestionario. Las conclusiones afirman que: 

El debate en torno al tema, derecho a la libertad, por un lado, prisión preventiva 

por otro, subyace en torno a la contradicción en que históricamente el derecho 

penal ha fluctuado: el del estado de castigar los delitos, y el del justiciable en 

relación con los derechos y garantías que le son debidos.  

La libertad individual garantizada constitucionalmente en el artículo 66, 

numeral 29, literal a, encuentra su limitación en la figura de la prisión 

preventiva cuya finalidad, no está en sancionar al procesado por la comisión de 

un delito, pues está visto que tal responsabilidad sólo surge con la sentencia 

condenatoria, sino en la necesidad de garantizar la comparecencia del imputado 

al proceso o para asegurar el cumplimiento de la pena. (p. 60) 

 

Los resultados de la presente investigación concuerdan con las afirmaciones 

del autor, en lo referente a lo que representa la libertad como derecho 

fundamental y cómo es que se puede ver afectada con las medidas restrictivas 

que limitan su libre desenvolvimiento y desarrollo pleno. 

 

Cerdán (2012) quien desarrolló un estudio investigativo titulado: Los mandatos 

de prisión preventiva dictados en los delitos de robo agravado y la debida 

aplicación de esta medida de coerción procesal. Estudio descriptivo 

correlacional que consideró a 53 operadores de la justicia como muestra de 

estudio. La técnica empleada fue la encuesta y el análisis documental y los 

instrumentos que permitieron registrar los datos fueron el cuestionario y la 

ficha de análisis documental. Las conclusiones afirman que: 
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Existen factores y elementos normativos que permitan afirmar que las 

motivaciones que efectuaron los jueces penales al momento de dictar el 

mandato de  Prisión Preventiva por el Delito de Robo Agravado, en  la  debida 

aplicación  de la medida de coerción procesal, en el Distrito Judicial de Tumbes 

durante el período 2010- 2011, no se ciñen, ni garantizan el debido proceso, 

porque se evidencia la falta de motivación en las resoluciones judiciales 

emitidos en los diferentes juzgados del departamento de Tumbes. (p. 61) 

Respecto a los resultados de la presente investigación podemos afirmar que corroboran 

lo acotado por el autor. 

Según Mendoza (2012) el Estado debe indicar por medio de la ley, las 

circunstancias objetivas que estima indispensables y legítimas para privar al individuo 

de su libertad, lo que significa que para decretar la prisión preventiva judicial en contra 

de un procesado (a quien se le imputa la comisión de un delito) debe primar el principio 

constitucional, penal y procesal de legalidad. Para este autor un tema muy relevante 

que será tratado en el presente estudio referente a la Prisión Preventiva. Cada 

resolución impuesta tiene que ser respetuosa con cada requisito esencial de legalidad, 

proporcionalidad, excepcionalidad, jurisdiccionalidad y motivación de las 

resoluciones que se asignen. Posiblemente, la exigencia más desarrollada por el TC es 

referente a la proporcionalidad: la exigencia de dicho principio es que toda limitación 

del derecho fundamental tiene que ser adecuada para lograr o beneficiar la finalidad 

que se persigue legítimamente por el Estado; la cual se necesita en la medida en que 

debe emplearse si no es posible alcanzar su finalidad por otro medio que no sea tan 

gravoso, y que sea eficaz; y, por último que se aprecie de manera ponderada, si es un 

caso concreto, si es grave o intensa la intervención y el peso de las razones que la 

demuestran. 

Según Borowsky (2012) la necesidad de la prisión preventiva requiere evaluar 

que se está ante un instrumento que convive con otras medidas cautelares destinadas, 

también, a proteger el desarrollo y resultado del proceso penal (comparecencia simple 

y restringida, detención domiciliaria, impedimento de salida, suspensión preventiva de 

derechos). Por ello se considera como una medida más estricta, el principio de 

proporcionalidad requiere que sea aplicada excepcionalmente y subsidiariamente. 

Tiene que ser el último ratio o recurso para proteger. El TC indica referente a este tema 
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que debe ser empleado en última instancia si ya no hay más recursos: así mismo se 

considera que esta no es inconstitucional. No obstante, mientras no haya sentencia 

condenatoria firme, la persona que está siendo acusado puede presumir que es 

inocente; cualquier restricción tiene que ser considerado la última ratio a la que el 

juzgador debe apelar, ello es, apto de imponerse solo en situaciones realmente 

excepcionales y no es un reglamento general.  

La finalidad del art. 9.3 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, 

referente a la prisión preventiva de cada individuo que sea juzgada no tiene que ser la 

regla general (STC 1091-2002). 

En este razonamiento subyace, nuevamente, el mismo error •que suscitó la 

crítica de Rodríguez (2013), quien afirma que, si existe consenso en que la libertad 

personal puede restringirse con el propósito de asegurar el desarrollo y resultado del 

proceso penal y que en este caso la medida no afecta la presunción de inocencia, 

entonces es necesario un segundo nivel de análisis para establecer cuál es la medida 

necesaria, en el caso concreto, para neutralizar el peligro procesal que se presenta. 

Aquí se encuentra operando el principio de proporcionalidad y se requiere que se 

aplique excepcionalmente y subsidiariamente la privación cautelar de libertad, esto 

tiende a afectar el derecho a la presunción de inocencia ya que se apremia finales 

ilegítimos, que es ajeno a su carácter procesal, instrumental y cautelar (alarma social). 

No obstante, ello cauda que la prisión preventiva siga una finalidad legítima (para que 

se evite las fugas) pero no siempre se aplica de forma proporcionada, en caso de que 

el fin que desea lograr sea por medio de una medida no tan grave (comparecencia 

restringida). De acuerdo con lo mencionado se recalca que los hallazgos realizados en 

este estudio guardan relación con lo plateado por el autor en mención.  
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CONCLUSIONES 

 

PRIMERA: 

Se determinó la existencia de una relación significativa entre a calificación de 

responsabilidad por el uso de tramperos y escopetas y los derechos de los ciudadanos 

de la Provincia de Leoncio Prado – Región Huánuco. Periodo 2015 – 2016, tal como 

se reconoce, a través del estadígrafo de la Rho de Spearman igual a 0,934, ello da como 

resultado la existencia de una correlación positiva alta. 

 

SEGUNDA: 

Se determinó la existencia de una relación significativa entre a calificación de 

responsabilidad por el uso de tramperos y escopetas y el derecho a la libertad de los 

ciudadanos de la Provincia de Leoncio Prado – Región Huánuco. Periodo 2015 - 2016, 

tal como se reconoce, a través del estadígrafo de la Rho de Spearman igual a 0,848, 

ello da como resultado la existencia de una correlación positiva alta. 

 

TERCERA: 

Se determinó la existencia de una relación significativa entre a calificación de 

responsabilidad por el uso de tramperos y escopetas y el derecho al libre tránsito de 

los ciudadanos de la Provincia de Leoncio Prado – Región Huánuco. Periodo 2015 - 

2016, tal como se reconoce, a través del estadígrafo de la Rho de Spearman igual a 

0,862, ello da como resultado la existencia de una correlación positiva alta. 

 

CUARTA: 

Se determinó la existencia de una relación significativa entre a calificación de 

responsabilidad por el uso de tramperos y escopetas y el derecho al debido proceso de 

los ciudadanos de la Provincia de Leoncio Prado – Región Huánuco. Periodo 2015 - 

2016, tal como se reconoce, a través del estadígrafo de la Rho de Spearman igual a 

0,870, ello da como resultado la existencia de una correlación positiva alta. 
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SUGERENCIAS 

PRIMERA: 

A la Corte Superior de Justicia de Huánuco, capacitar y organizar adecuadamente al 

personal encargado de la calificación de responsabilidad por el uso de tramperos y 

escopetas en la jurisdicción de la provincia de Leoncio Prado. 

SEGUNDA: 

A las autoridades políticas de la Región Huánuco, establecer ciertas medidas para una 

adecuada administración de justicia en la Corte Superior de Justicia de Huánuco, 

advirtiendo la importancia del Derecho a la Libertad. 

TERCERA. 

Al Poder Judicial, establecer una oficina descentralizada para tratar el tema referente 

a la tenencia de armas menores como son tramperos y escopetas, especialmente en 

zonas de la selva. 

CUARTA: 

Al Congreso de la República del Perú, proponer una modificatoria de la Ley tenencia 

de armas menores. 
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ANEXOS 

 

 

 

 



 

 

PROBLEMA OBJETIVOS HIPOTESIS VARIABLES, DIMENSIONES E  

INDICADORES  

TIPO Y DISEÑO DE 

INVESTIGACIÓN 

Problema general: 

¿Qué relación existe entre la 
calificación de 

responsabilidad por el uso 

de tramperos y escopetas y 

los derechos de los 
ciudadanos de la Provincia 

de Leoncio Prado – Región 

Huánuco Periodo 2015 - 

2016? 
Problemas 

específicos: 

a) ¿Qué relación existe entre 

la calificación de 
responsabilidad por el 

uso de tramperos y 

escopetas y el derecho a 

la libertad de los 
ciudadanos de la 

Provincia de Leoncio 

Prado – Región Huánuco. 

Periodo 2015 - 2016? 
b) ¿Qué relación existe entre 

la calificación de 

responsabilidad por el 

uso de tramperos y 
escopetas y el derecho al 

libre tránsito de los 

ciudadanos de la 

Provincia de Leoncio 
Prado – Región Huánuco. 

Periodo 2015 - 2016? 

Objetivo general: 

Determinar qué 
relación existe entre la 

calificación de 

responsabilidad por el uso 

de tramperos y escopetas y 
los derechos de los 

ciudadanos de la Provincia 

de Leoncio Prado – Región 

Huánuco. Periodo 2015 - 
2016. 

Objetivos  específicos: 

a) Determinar qué relación 

existe entre la calificación 
de responsabilidad por el 

uso de tramperos y 

escopetas y el derecho a 

la libertad de los 
ciudadanos de la 

Provincia de Leoncio 

Prado – Región Huánuco. 

Periodo 2015 - 2016. 
b) Determinar qué relación 

existe entre la calificación 

de responsabilidad por el 

uso de tramperos y 
escopetas y el derecho al 

libre tránsito de los 

ciudadanos de la 

Provincia de Leoncio 
Prado – Región Huánuco. 

Periodo 2015 - 2016. 

Hipótesis general: 

Existe una relación 
significativa entre a 

calificación de 

responsabilidad por el uso de 

tramperos y escopetas y los 
derechos de los ciudadanos 

de la Provincia de Leoncio 

Prado – Región Huánuco. 

Periodo 2015 - 2016. 
Hipótesis Específicas: 

a) Existe una relación 

significativa entre a 

calificación de 
responsabilidad por el uso 

de tramperos y escopetas y 

el derecho a la libertad de 

los ciudadanos de la 
Provincia de Leoncio 

Prado – Región Huánuco. 

Periodo 2015 - 2016. 

 
b) Existe una relación 

significativa entre a 

calificación de 

responsabilidad por el uso 
de tramperos y escopetas y 

el derecho al libre tránsito 

de los ciudadanos de la 

Provincia de Leoncio 
Prado – Región Huánuco. 

Periodo 2015 - 2016. 

Variable 1:  

La calificación de responsabilidad por el uso de 
tramperos y escopetas. 

Dimensiones: 

✓ Tenencia ilegal de armas. 

✓ Tenencia de armas con licencia vencida. 
✓ Homogeneidad en la casuística. 

Indicadores: 

✓ Número de casos de tenencia ilegal de armas. 

✓ Número de casos de tenencia de armas con 
licencia vencida. 

✓ Casos en los cuales se sentenció como 

homogéneos. 

Variable: 

Los derechos de los ciudadanos 

DIMENSIONES: 

✓ Derecho a la libertad. 

✓ Derecho al libre tránsito. 
✓ Derecho al debido proceso. 

Indicadores: 

✓ Número de casos en los que se vulneraron el 

derecho a la libertad. 
✓ Número de casos en los que se privaron el libre 

tránsito de los ciudadanos como consecuencia de 

su detención por caso de tramperos y escopetas. 

Número de casos en los cuales se vulneraron el 

derecho al debido proceso. 

TIPO: 

• Por su finalidad: 

Es 
Descriptiva 

• Por el periodo: 

Es 

Transversal. 

• Por el diseño: 

Es 
Descriptivo – 

Correlacional. 

DISEÑO: 

La presente 
investigación pertenece al 

diseño Descriptivo – 

Correlacional y obedece al 

siguiente esquema: 
Ox 

 

              

M           

r 

 

 

             

Oy 

M = muestra 

O = observación 

x,y = variables 

correlacional 

ANEXO 01
MATRIZ DE CONSISTENCIA 



 

¿Qué relación existe entre la 

calificación de 

responsabilidad por el uso 

de tramperos y escopetas y 

el derecho al debido proceso 

de los ciudadanos de la 

Provincia de Leoncio Prado 

– Región Huánuco. Periodo 

2015 - 2016? 

Determinar qué relación 

existe entre la calificación 

de responsabilidad por el 

uso de tramperos y 

escopetas y el derecho al 

debido proceso de los 

ciudadanos de la Provincia 

de Leoncio Prado – Región 

Huánuco. Periodo 2015 - 

2016. 

 

Existe una relación 

significativa entre a 

calificación de 

responsabilidad por el uso de 

tramperos y escopetas y el 

derecho al debido proceso de 

los ciudadanos de la 

Provincia de Leoncio Prado 

– Región Huánuco. Periodo 

2015 - 2016. 

r = relación entre las 

variables 



 

 

 

ID: ___________      FECHA: ________ 

TÍTULO DE LA INVESTIGACIÓN: ““La calificación de responsabilidad por el 

uso de tramperos y escopetas y los derechos de los ciudadanos de la provincia de 

Leoncio Prado – Región Huánuco. Periodo 2015 – 2016”. 

 

 

OBJETIVO: determinar la relación que existe entre la calificación de 

responsabilidad por el uso de tramperos y escopetas y los derechos de los ciudadanos. 

 

INVESTIGADOR: SADY JÉSSICA SANDOVAL ROJAS 

 

 
    Consentimiento / Participación voluntaria 

 

Acepto que mi hijo o apoderado participe en el estudio: He leído la información 

proporcionada, o me ha sido leída. He tenido la oportunidad de preguntar dudas sobre 

ello y se me ha respondido satisfactoriamente. Consiento voluntariamente participar 

en este estudio y entiendo que tengo el derecho de retirarme en cualquier momento 

de la intervención (tratamiento) sin que me afecte de ninguna manera. 

 
    Firmas del participante o responsable legal 

 

 

 

 
Huella digital si el caso lo amerita 

 

 
 

Firma del participante:   
 

Firma del investigador responsable:   
 

 
 

Huánuco. 2016 

 

 

 

ANEXO 02   

CONSENTIMIENTO INFORMADO 

 

 



 

 

CUESTIONARIO SOBRE CALIFICACIÓN DE RESPONSABILIDAD POR EL USO DE 

TRAMPEROS Y ESCOPETAS 

ID: ___________     FECHA: ________ 

Estimado operador de justicia de la provincia de Leoncio Prado: Agradecemos su gentil 

participación en la presente investigación, para obtener información sobre la calificación de 

responsabilidad por el uso de tramperos y escopetas. Lea usted con atención y conteste marcando 

con una “X” en un solo recuadro. 

Instrucciones: 

En las siguientes proposiciones marque con una “X” en el valor del casillero que según usted 

corresponde.  

 

 

Nº Dimensiones 

1 2 

Tenencia ilegal de armas 

01 
¿La calificación de responsabilidad por el 

uso de tramperos y escopetas es adecuada? 
  

02 

¿Podría ofrecer argumentos 

constitucionales que permitan afirmar que la 

calificación de responsabilidad por el uso de 

tramperos y escopetas es adecuada? 

  

03 

¿Teniendo en cuenta los usos y costumbre 

en la provincia de Leoncio Prado sobre el uso de 

tramperos y escopetas en la vida cotidiana de los 

pobladores, debe considerarse como punible? 

  

04 

¿Qué relación existe entre calificación de 

responsabilidad por el uso de tramperos y 

escopetas y derechos de los ciudadanos? 

  

1 2 

SI NO 
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05 

¿Constituye la calificación de 

responsabilidad por el uso de tramperos y 

escopetas, una vulneración a los derechos 

ciudadanos? 

  

Tenencia de armas con licencia vencida 

06 

¿Cree Usted que existe una cantidad considerable 

de casos de tenencia de armas con licencia 

vencida, en la provincia de Leoncio Prado? 

  

07 

¿La calificación de responsabilidad por el uso de 

tramperos y escopetas constituye una vulneración 

a los derechos ciudadanos? 

  

08 
¿La renovación de la licencia para portar armas 

resulta engorrosa? 
  

09 

¿En la provincia de Leoncio Prado existe alguna 

entidad donde se pueda tramitar la renovación de 

la licencia para portar armas? 

  

10 

¿En la región Huánuco Prado existe alguna 

entidad donde se pueda tramitar la renovación de 

la licencia para portar armas? 

  

Homogeneidad en la casuística 

11 

¿Las posibilidades de la calificación de 

responsabilidad por el uso de tramperos y 

escopetas es adecuada? 

  

12 

¿La calificación de responsabilidad por el 

uso de tramperos y escopetas, en la provincia de 

Leoncio Prado, resulta proporcional? 

  

13 

¿La calificación de responsabilidad por el 

uso de tramperos y escopetas, en la provincia de 

Leoncio Prado, es coherente con el principio de 

primacía de la realidad? 

  



 

14 

¿La calificación de responsabilidad por el 

uso de tramperos y escopetas, en la provincia de 

Leoncio Prado, es tratada de acuerdo a la Ley 

penal vigente? 

  

15 

¿La calificación de responsabilidad por el 

uso de tramperos y escopetas, en la provincia de 

Leoncio Prado, resulta proporcional, trae como 

resultado la vulneración de los derechos 

ciudadanos de los ciudadanos leonciopradinos ? 

  

 

 

 ¡Muchas gracias!  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

CUESTIONARIO SOBRE DERECHOS DE LOS CIUDADANOS 

Estimado operador de justicia de la provincia de Leoncio Prado: Agradecemos 

su gentil participación en la presente investigación, para obtener información derechos 

de los ciudadanos. Lea usted con atención y conteste marcando con una “X” en un solo 

recuadro. Lea usted con atención y conteste marcando con una “X” en un solo 

recuadro. 

Instrucciones: 

En las siguientes proposiciones marque con una “X” en el valor del casillero 

que según usted corresponde.  

 

 

 

Nº Dimensiones  
1 2 

Derecho a la libertad. 

01 

¿Cree usted que se ejerce adecuadamente 

el Derecho a la libertad en los delitos de tenencia 

ilegal de armas (responsabilidad por el uso de 

tramperos y escopetas)? 

  

02 

¿Generalmente en los casos de delitos de 

tenencia ilegal de armas (responsabilidad por el 

uso de tramperos y escopetas) el Derecho a la 

libertad es respetado? 

  

03 

¿Generalmente en los casos de delitos de 

tenencia ilegal de armas (responsabilidad por el 

uso de tramperos y escopetas), el derecho a la 

libertad está en riesgo? 

  

04 

¿Existe la indefensión en algunos casos de 

delitos de tenencia ilegal de armas 

(responsabilidad por el uso de tramperos y 

escopetas)? 

  

05 

¿El derecho a la libertad en procesos sobre 

delitos de tenencia ilegal de armas 

(responsabilidad por el uso de tramperos y 

escopetas) se ejerce adecuadamente en la 

provincia de Leoncio Prado? 

  

Derecho al libre tránsito 

1 2 

SI NO 
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06 

¿Cree usted que se ejerce adecuadamente 

el Derecho al libre tránsito en los delitos de 

tenencia ilegal de armas (responsabilidad por el 

uso de tramperos y escopetas)? 

  

07 

¿Generalmente en los casos de delitos de 

tenencia ilegal de armas (responsabilidad por el 

uso de tramperos y escopetas) el Derecho al libre 

tránsito es respetado? 

  

08 

¿Generalmente en los casos de delitos de 

tenencia ilegal de armas (responsabilidad por el 

uso de tramperos y escopetas), el derecho al libre 

tránsito está en riesgo? 

  

09 

¿Es justo que las personas humildes y de 

pocos recursos sean tratadas de diferente manera 

al acudir a la justicia, con respecto al delito de 

tenencia ilegal de armas (responsabilidad por el 

uso de tramperos y escopetas) ? 

  

10 

¿Sabe cuáles son las sanciones penales 

para las personas que no actúan con imparcialidad 

en el ejercicio de sus funciones en el ámbito 

judicial? 

  

Derecho al debido proceso 

11 

¿Cree usted que se ejerce adecuadamente 

el debido proceso en los delitos sobre tenencia 

ilegal de armas (responsabilidad por el uso de 

tramperos y escopetas)? 

  

12 

¿Generalmente en los casos de delitos de 

tenencia ilegal de armas (responsabilidad por el 

uso de tramperos y escopetas) el debido proceso 

es una constante? 

  

13 

¿Cuando una pena es desproporcionada al 

delito de tenencia ilegal de armas 

(responsabilidad por el uso de tramperos y 

escopetas), se está respetando el debido proceso? 

  

14 ¿Es relevante el respeto al debido 

proceso? 
  

15 

¿El debido proceso guarda relación con la 

proporcionalidad de las penas en delitos de 

tenencia ilegal de armas (responsabilidad por el 

uso de tramperos y escopetas)? 

  

¡Muchas gracias! 



 

ANEXO 05

VALIDACIÓN DE INSTRUMENTOS 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 

NOTA BIOGRÁFICA 

Sady Jéssica Sandoval Rojas, nació en el Distrito de Huánuco; Provincia y 

Departamento de Huánuco el 28 de agosto del 1974; cursó estudios de nivel primario 

en el Colegio Particular “María Auxiliadora”: 1980 – 1985 Huánuco y la secundaria 

en Colegio Particular “La Inmaculada Concepción”: 1986 – 1990 Huánuco. En el año 

1991 ingresó a la Universidad Nacional “Hermilio Valdizan” de Huánuco; Facultad 

de Derecho y Ciencias Políticas culminando los estudios el año 1996; obteniendo el 

grado académico de Bachiller en Derecho y ciencias Políticas el año 1997 y el título 

de Abogada lo obtuvo el año 2001. 

Una vez obtenido el título profesional laboró como abogado particular hasta la 

actualidad teniendo veinte años litigando en la Provincia de Leoncio Prado; Huánuco; 

Tocache; Pucallpa; Huancayo y Lima. 

También independientemente he laborado en calidad de: 

• DOCENTE en la Universidad Privada de Huánuco – sede Tingo María, año 

2001 al 2007. 

• Asesor Legal de la Asociación Agrícola La Unidad Santa Marta desde el 2003 

hasta la actualidad de Tingo María. 

• Asesor de la Notaría Pública Guido Falcón Marín. 

• Asesor Legal de la Asociación de Personas con Discapacidad “Hijos de la Bella 

Durmiente” de la Provincia de Leoncio Prado, febrero 2006. (Resolución Nº 

006-2006-APDHBD.PLP-CONADIS. 

• Defensor del Ciudadano (Con Resolución N° 166-2004-CENA-PAP). 

• Asesor Legal de la Caja MAYNAS, 2006, sede Tingo María. (Contrato de 

locación de servicios profesionales). 

• Asesor Legal de la Asociación de Personas con Discapacidad “Hijos de la Bella 

Durmiente” de la Provincia de Leoncio Prado, febrero 2006. (Resolución Nº 

006-2006-APDHBD.PLP-CONADIS. 

• DOCENTE del curso de DEONTOLOGIA FORENSE ciclo I – 2010 de la 

Academia de Practica Forense del Ilustre Colegio de Abogados de Huánuco - 

Tingo María. 



 

• Asesor Legal de la Asociación Civil Benéfica “HAGAMOS”, marzo 2010 

(Resolución Nº 002-PACBH-10). 

Como parte de mi formación académica profesional participé en diversos 

cursos de capacitación como son:  

• Diploma de CONCILIADOR EXTRAJUDICIAL, con Registro Nº 24729, 

expedido por el Ministerio de Justicia, abril de 2010. 

• Diploma de CURSO SUPERIOR DE ESPECIALIZACION 

FORMACION PERITOS JUDICIALES EN ACCIDENTES DE 

TRANSITO, evento organizado por el INCINAA, del 24 de abril del 2010 al 

28 de agosto del 2010. 

• Diploma de CONCILIADOR ESPECIALIZADO EN MATERIA DE 

FAMILIA, con Registro Nº 2456, expedido por el Ministerio de Justicia, enero 

de 2011. 

• Diploma de ARBITRO, con Registro Nº 443-09 del Centro de Arbitraje 

CONCILIUM XXI de la Asociación Civil Navarro Bernahola y Asociados, 

noviembre de 2009. 

• Certificado de CURSO SUPERIOR DE ARBITRAJE LABORAL, 

expedido por centro de arbitraje CONCILIUM XXI, noviembre de 2009. 

• Diploma de CURSO SUPERIOR DE ESPECIALIZACION SUI 

GENERIS DE EXEGESIS Y LA PRAXIS EN SU PROFUNDIDAD DE 

LA PERICIA GRAFOTECNIA CRIMINALISTICA Y 

CRIMINOLOGIA FORENSE, evento organizado por el INCINAA, del 24 

de noviembre del 2007 al 29 de marzo del 2008. 

• Diploma de FORMACION DE PERITOS JUDICIALES EN 

GRAFOTECNIA, evento organizado por el INCINAA, del 24 de junio del 

2006 hasta el 28 de octubre del 2006. 

Inicié los estudios en post grado en la Universidad Nacional “Hermilio 

Valdizan” de Huánuco en el programa de Maestría en Derecho mención Ciencias 

Penales 2007 -2008 (egresada) y en Doctorado en Derecho 2010-2011 (egresada); casa 

superior de estudios donde fui declarada Maestro en Derecho, mención en Ciencias 

Penales el 04 de noviembre del 2019. 
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